
 

 

DOCUMENTOS Y ESTUDIOS PREVIOS AJUSTADOS  

NUMERAL 7 Y 12 DEL ARTICULO 25 DE LA LEY 80 DE 1993, PARÁGRAFO 1 DEL ARTICULO 2 
DE LA LEY 1150 DE 2007 Y ARTICULO 2.2.1.1.2.1.1 DEL DECRETO 1082 DE 2015  

FECHA SEPTIEMBRE DE 2026 

DEPENDENCIA SOLICITANTE SECRETARÍA DE SEGURIDAD Y CONVIVENCIA CIUDADANA 

MODALIDAD DE 
CONTRATACIÓN   

SELECCIÓN ABREVIADA POR SUBASTA INVERSA 
ELECTRÓNICA 

CLASIFICACIÓN UNPSC 

25101507 
 
25101505 
 
25101900 

OBJETO 

ADQUISICIÓN DE DOS (2) VEHÍCULOS AUTOMOTORES CON 
ADECUACIONES ESPECIALES PARA EL FORTALECIMIENTO 
DEL PARQUE AUTOMOTOR DE LA CPMS SANTA MARTA, 
DESTINADOS AL TRANSPORTE DE PPL Y AL CUMPLIMIENTO 
DE LA MISIÓN INSTITUCIONAL DEL INPEC. 

VALOR OCHOCIENTOS MILLONES DE PESOS ($800.000.000) 

CONVENIO N° 013-2026 

AUNAR ESFUERZOS HUMANOS, ADMINISTRATIVOS, 

JURÍDICOS, TECNOLÓGICOS, LOGISTICOS, ENTRE OTROS, 

A TRAVÉS DE LA INVERSIÓN DE RECURSOS APORTADOS 

POR EL DISTRITO DE SANTA MARTA, DESTINADOS A LA 

ATENCIÓN Y SOSTENIMIENTO DE LOS INTERNOS 

SINDICADOS DE SU JURISDICCIÓN, QUE SE ENCUENTREN 

RECLUIDOS EN EL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE 

MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE SANTA MARTA 

PARA LA VIGENCIA DE 2026”. 

PROYECTO 

“MEJORAMIENTO DE LA CAPACIDAD INSTALADA Y 
SOSTENIMIENTO DE LOS INTERNOS SINDICADOS, QUE SE 
ENCUENTRAN RECLUIDOS EN EL ESTABLECIMIENTO 
PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE 
SANTA MARTA” 

CODIGO BPIN 2025000000027838 

 

En virtud de lo señalado en los numerales 7 y 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, el parágrafo 2 del 

artículo 2 de la Ley 1150 y en desarrollo de lo estipulado en el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 

2015, se realiza el presente estudio previo para dar soporte al proceso de Contratación bajo la Modalidad 

de SELECCIÓN ABREVIADA SUBASTA INVERSA , para la: ADQUISICIÓN DE DOS (2) VEHÍCULOS 

AUTOMOTORES CON ADECUACIONES ESPECIALES PARA EL FORTALECIMIENTO DEL PARQUE 

AUTOMOTOR DE LA CPMS SANTA MARTA, DESTINADOS AL TRANSPORTE DE PPL Y AL 

CUMPLIMIENTO DE LA MISIÓN INSTITUCIONAL DEL INPEC. 

1. DESCRIPCION DE LA NECESIDAD QUE LA ENTIDAD ESTATAL PRETENDE SATISFACER 

CON EL PROCESO DE CONTRATACION. 

La Constitución Política de Colombia, en su artículo 2, establece como fin esencial del 

Estado: servir a la comunidad y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 

deberes consagrados en la Constitución, lo cual incluye el derecho a la vida, la salud y la 

integridad personal. A su vez, el Artículo 311 de la Constitución Política de Colombia señala 

a los municipios, como entidad fundamental de la división político - administrativa del Estado 

les corresponde prestar los servicios públicos que determine la Ley, construir las obras que 

demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación 



 

 

comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás 

funciones que le asignen la Constitución y las leyes. 

Que el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia establece:  

“…La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla 
con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones. Las autoridades administrativas deben coordinar sus 
actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración 
pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos 
que señale la ley…” 

Que el artículo 311 de la Constitución Política establece que al Municipio como entidad 

fundamental de la División Político Administrativa del Estado le corresponde prestar los 

servicios públicos que determine la Ley, construir las obras que demande el progreso 

local, ordenar el desarrollo del territorio, promover la participación comunitaria y el 

mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le 

asignen la Constitución y las Leyes. 

Que por su parte el artículo 315 superior establece que una de las atribuciones del 

Alcalde es: 

“(…) 2. Conservar el orden público en el Municipio, de conformidad con la ley y las 

instrucciones y órdenes que reciba del Presidente de la República y del respectivo 

gobernador. El alcalde es la primera autoridad de policía del Municipio. La Policía 

Nacional cumplirá con prontitud y diligencia las órdenes que le imparta el alcalde 

por conducto del respectivo comandante. (…)” 

 

Que según el artículo 10 de la Ley 4 de 1991, establece que el alcalde como jefe de policía 

en el MUNICIPIO, es el responsable de la preservación de la seguridad ciudadana y del 

orden público, con arreglo a la citada norma, la Ley 715 de 2001 

 en su artículo 76, numeral 16.2 consagra como una de las competencias del Municipio, es 

la preservar el orden público en su jurisdicción, atendiendo las políticas que establezca el 

presidente de la República. 

 
Que la Corte Constitucional en Sentencia T-101/10 considera, entre otros, lo siguiente:   

“(…) 23.3 Ahora, con respecto a la facultad de contratar, esta Corporación[18] ha 

definido que los convenios interadministrativos no violan la Constitución, por el 

contrario desarrolla los principios de colaboración armónica y complementariedad a 

que se refieren los artículos 113 y 209 de la Carta, siempre y cuando no signifique 

un reparto definitivo de competencias y no se desconozca la autonomía de las 

entidades territoriales.(…). 

Que en los numerales 19 y 20 de los  

“(…) 2. CONSIDERANDOS…2.2.1. Procedencia de la acción de tutela frente a 

providencias judiciales – Reiteración jurisprudencial (…)”, se indica por parte de 

la Corte, en la misma sentencia en Sentencia T-101/10, lo siguiente:  

“… 19. De este modo, al ser declarado inexequible el artículo 85 de la Ley 32 de 

1986 y al haber sido derogado tácitamente el literal b) del artículo 28 del Decreto 

259 de 1938, la norma que podría ser materia de discusión en  la  acción de 

cumplimiento es la contenida en el artículo 19 literal a) de la Ley 65 de 1993, norma 

que entre otras cosas, no reitera la norma declarada inexequible en la medida que 

no consagra una orden de reconocimiento de un derecho laboral, sino que otorga 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-101-10.htm#_ftn18


 

 

la facultad de celebrar un convenio que de pactarse debe incluir con cargo al valor 

del servicio un rubro dirigido al pago de sobresueldos. 

20. Al respecto, se ha de señalar que sobre el literal a) del artículo 19 de la Ley 65 

de 1993 no ha habido pronunciamiento expreso acerca de su inconstitucionalidad, 

ni ha sido derogado por ninguna norma posterior, esto es, está vigente en el 

ordenamiento jurídico…” Resaltado fuera de texto. 

Que la Corte Constitucional Sentencia T-151/16, considera: “(…) 2.4. Competencias en 

materia de atención a la población privada de la libertad. 

“(…)  Ley 1709 que las autoridades judiciales competentes podrán solicitar al Director 

del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) que los detenidos o 

condenados sean internados o trasladados a un determinado centro de reclusión, en 

atención a sus condiciones de seguridad. 

Estas medidas se ejecutan a través de los establecimientos de reclusión que, de 

acuerdo con el artículo 11 de la Ley 1709 de 20 de enero de 20141 se clasifican en: 

1. Cárceles de detención preventiva, que son establecimientos a cargo de las 

entidades territoriales que están dirigidos exclusivamente a la atención de personas en 

detención preventiva.  

2. Penitenciarías, que son establecimientos destinados a la reclusión de condenados 

y en las cuales se ejecuta la pena de prisión, mediante un sistema progresivo para el 

tratamiento de los internos, (…) 

“En relación con las cárceles para la ejecución de la detención preventiva, a cargo 

de las entidades territoriales, el artículo 17 de la Ley 65 de 1993, señala que es 

competencia de los departamentos, Municipio, áreas metropolitanas y del MUNICIPIO 

Capital, la creación, fusión o supresión, dirección, organización, administración, 

sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas preventivamente 

y condenadas por contravenciones que impliquen privación de la libertad, por orden de 

autoridad policiva, para lo cual deben proveerse los recursos en los presupuestos de 

dichos entes territoriales y pueden celebrarse convenios con la Nación a efecto de 

mejorar la infraestructura y el sostenimiento de los centros de reclusión.”  (…) 

“En todo caso, será el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario quien  ejercerá la 

inspección y vigilancia de las cárceles de las entidades territoriales y, como lo resaltó la 

Corte Constitucional en la sentencia T- 471 de 1995, será éste el responsable de “la 

ejecución de las sentencias penales y la detención precautelativa, la evaluación de las 

medidas de seguridad y la reglamentación y control de las penas accesorias, dejando 

solamente a los departamentos y Municipios, así como a las áreas metropolitanas y al 

MUNICIPIO Capital de Santa Fe de Bogotá, la creación, fusión o supresión de cárceles 

para aquellas personas detenidas precautelativamente”. 

(…) Cabe resaltar que conforme a los artículos 19 y 21 de la Ley 65 de 1993,las cárceles 

y pabellones de detención preventiva son establecimientos dirigidos exclusivamente a la 

atención de personas en detención preventiva, que están a cargo de las entidades 

territoriales. Los departamentos o Municipio que carezcan de sus respectivas cárceles, 

podrán contratar con el INPEC, el recibo de sus presos mediante el acuerdo que se 

consagrará en las cláusulas contractuales, conviniendo el reconocimiento que los 

departamentos o Municipios hagan del pago de algunos servicios y remuneraciones; y 

de igual forma, las cárceles municipales podrán recibir presos nacionales en las mismas 

condiciones en que los centros de reclusión nacionales reciben presos municipales (…). 

(…)” Adicionalmente, pueden “existir pabellones para detención preventiva en un 

establecimiento penitenciario para condenados, cuando así lo ameriten razones de 

 
1 Que modificó el artículo 20 de la ley 65 de 1993 



 

 

seguridad, siempre y cuando estos se encuentren separados adecuadamente de las 

demás secciones de dicho complejo y de las personas condenadas. Las entidades 

territoriales, la Fiscalía General de la Nación y el Consejo Superior de la Judicatura 

podrán realizar las gestiones pertinentes para la construcción conjunta de ciudadelas 

judiciales con un centro de detención preventiva anexos a sus instalaciones” 2(…). 

El Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, en el marco de las competencias 

que le corresponden como entidad territorial y de los principios de coordinación, 

concurrencia y colaboración armónica entre las entidades del Estado, debe adoptar las 

medidas administrativas, presupuestales y operativas necesarias para contribuir al 

adecuado funcionamiento de los servicios asociados a la atención y sostenimiento de las 

personas privadas de la libertad –PPL– de su jurisdicción, particularmente de aquellas que 

se encuentran en condición de sindicadas. 

El artículo 21 de la Ley 65 de 1993, modificado por la Ley 1709 de 2014, establece el 

régimen aplicable a las cárceles y pabellones de detención preventiva, destinados 

exclusivamente a la atención de personas privadas de la libertad en condición de detención 

preventiva, cuya atención involucra competencias de las entidades territoriales. En 

concordancia con lo anterior, el artículo 76 de la Ley 715 de 2001 contempla competencias 

de los municipios, distritos y demás entidades territoriales relacionadas con el apoyo a la 

creación, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de establecimientos 

destinados a personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones, en 

coordinación con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC–. 

En este contexto, el Distrito de Santa Marta desarrolla acciones de articulación institucional 

con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC–, orientadas a contribuir al 

mejoramiento de las condiciones de atención, sostenimiento y custodia de las personas 

privadas de la libertad de su jurisdicción, así como al fortalecimiento de las capacidades 

operativas requeridas para el adecuado funcionamiento del establecimiento penitenciario 

ubicado en el Distrito. 

Lo anterior guarda correspondencia con los artículos 113 y 209 de la Constitución Política, 

conforme a los cuales los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas, pero 

colaboran armónicamente para la realización de sus fines, y las autoridades administrativas 

deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. 

En desarrollo de esta articulación institucional, el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de 

Santa Marta y el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC– suscribieron el 

Convenio Interadministrativo CI-013-2026 del 5 de junio de 2026, cuyo objeto consiste en 

aunar esfuerzos humanos, administrativos, jurídicos, tecnológicos y logísticos, mediante la 

inversión de recursos aportados por el Distrito, destinados a la atención y sostenimiento de 

los internos sindicados de su jurisdicción recluidos en la Cárcel y Penitenciaría de Mediana 

Seguridad de Santa Marta –CPMS Santa Marta–, durante la vigencia 2026. 

El referido Convenio Interadministrativo tiene un valor total de CINCO MIL MILLONES 

SETECIENTOS MIL PESOS ($5.000.700.000) y un plazo de ejecución hasta el 31 de 

diciembre de 2026, previa suscripción del acta de inicio. 

Dentro de la distribución de los recursos establecidos en el convenio se contempló una 

partida específica destinada a la adquisición de dos (2) vehículos automotores con 

adecuaciones especiales para el fortalecimiento del parque automotor de la CPMS Santa 

Marta, destinados al transporte de personas privadas de la libertad –PPL– y al cumplimiento 

de la misión institucional del INPEC, para lo cual se dispuso un presupuesto de hasta 

OCHOCIENTOS MILLONES DE PESOS ($800.000.000). 

De conformidad con el parágrafo primero de la cláusula tercera del Convenio 

Interadministrativo CI-013-2026, los valores establecidos para las diferentes necesidades 

 
2 Artículo 21 de la Ley 65 de 1993, modificada por el artículo 12 de la Ley 1709 



 

 

corresponden a techos presupuestales, por lo que las cantidades definitivas, 

especificaciones técnicas, condiciones de adquisición y demás aspectos relacionados con 

los bienes a adquirir deben determinarse con fundamento en los estudios previos, análisis 

de mercado y demás documentos que adelante el Distrito, sin exceder los recursos 

disponibles ni modificar su destinación. 

En desarrollo de las funciones y actividades propias de la CPMS Santa Marta se requiere 

disponer de medios de transporte adecuados que permitan atender de manera oportuna, 

segura y eficiente las diferentes necesidades de movilidad relacionadas con el traslado de 

personas privadas de la libertad, así como aquellas actividades operativas, administrativas 

y misionales que requieran el desplazamiento de PPL bajo custodia institucional. 

La disponibilidad de vehículos especialmente acondicionados constituye un componente 

necesario para fortalecer la capacidad operativa del establecimiento penitenciario, 

particularmente teniendo en cuenta las condiciones especiales de seguridad, custodia y 

protección que deben observarse durante el traslado de personas privadas de la libertad. 

La insuficiencia o limitación de vehículos con las características técnicas y de seguridad 

requeridas puede generar restricciones para la programación y ejecución oportuna de los 

traslados, incrementar la dependencia de vehículos disponibles para otras actividades 

institucionales y afectar la capacidad de respuesta frente a las diferentes necesidades de 

movilidad que se presentan en desarrollo de la misión penitenciaria. 

En consecuencia, se identifica como necesidad concreta fortalecer y complementar el 

parque automotor de la CPMS Santa Marta mediante la adquisición de dos (2) vehículos 

automotores nuevos, con las adecuaciones especiales requeridas para el transporte seguro 

y funcional de personas privadas de la libertad, de acuerdo con las condiciones y 

especificaciones técnicas definidas por el INPEC. 

La adquisición de estos vehículos permitirá contar con medios de transporte adecuados 

para atender, entre otras, las necesidades relacionadas con el traslado de PPL a diligencias 

judiciales, establecimientos de salud, centros asistenciales, traslados entre 

establecimientos penitenciarios y demás desplazamientos que se requieran en 

cumplimiento de las disposiciones de las autoridades competentes y de las necesidades 

propias del servicio penitenciario, siempre bajo los protocolos de seguridad, custodia y 

operación establecidos por el INPEC. 

De igual manera, los vehículos contribuirán al fortalecimiento de la capacidad logística y 

operativa de la CPMS Santa Marta, permitiendo disponer de unidades automotoras 

destinadas específicamente a las actividades para las cuales fueron concebidas y evitando 

que dichas necesidades deban ser atendidas exclusivamente mediante vehículos 

destinados a otras funciones institucionales. 

La necesidad identificada se encuentra directamente relacionada con los compromisos y 

actividades previstos en el Convenio Interadministrativo CI-013-2026, en cuanto la 

adquisición de los vehículos constituye una de las inversiones previstas para fortalecer la 

capacidad instalada y las condiciones de operación de la CPMS Santa Marta, en beneficio 

de las personas privadas de la libertad sindicadas de jurisdicción del Distrito. 

Las fichas técnicas suministradas por el INPEC constituyen documentos de referencia para 

la estructuración de la necesidad y permiten identificar las características funcionales, 

técnicas, de seguridad y demás condiciones que deben observar los vehículos objeto de 

adquisición. Estas especificaciones serán incorporadas y desarrolladas en los documentos 

del proceso de contratación, de acuerdo con los resultados del análisis técnico y del estudio 

de mercado adelantado por la Entidad. 

En consecuencia, la adquisición pretendida no corresponde a una compra aislada, sino a 

una inversión previamente identificada dentro de la distribución de recursos del Convenio 



 

 

Interadministrativo CI-013-2026 y orientada al fortalecimiento de la capacidad operativa de 

la CPMS Santa Marta. 

La necesidad se encuentra articulada con el Plan de Desarrollo Distrital “500 más 2024–

2027”, dentro de las acciones orientadas al fortalecimiento de los mecanismos de acceso a 

la justicia y al mejoramiento de las condiciones asociadas a la atención de la población 

carcelaria, en el marco de las competencias del Distrito y de la normatividad vigente. 

Igualmente, la necesidad se encuentra incorporada en el Plan Anual de Adquisiciones –PAA 

de la vigencia 2026–, adoptado mediante Resolución No. 010 del 6 de enero de 2026, 

instrumento mediante el cual la Entidad programó la adquisición de los bienes requeridos. 

De igual manera, el proyecto se encuentra registrado en el Banco de Programas y 

Proyectos del Distrito de Santa Marta bajo la denominación: “MEJORAMIENTO DE LA 

CAPACIDAD INSTALADA Y SOSTENIMIENTO DE LOS INTERNOS SINDICADOS, QUE 

SE ENCUENTRAN RECLUIDOS EN EL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE 

MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE SANTA MARTA”, identificado con código 

BPIN 2025000000027838. 

Así mismo, mediante el Acuerdo Distrital No. 014 del 25 de noviembre de 2025, por medio 

del cual se expidió el Presupuesto General de Ingresos, Rentas, Gastos e Inversiones del 

Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta para la vigencia 2026, se autorizó al 

Alcalde Distrital, en el marco de la autonomía presupuestal, para celebrar los contratos 

requeridos para el desarrollo de las apropiaciones incorporadas en el presupuesto. 

Con fundamento en las anteriores consideraciones, la necesidad que pretende satisfacer el 

Distrito consiste en fortalecer la capacidad de movilidad, transporte, logística y operación 

de la CPMS Santa Marta mediante la adquisición de dos (2) vehículos automotores nuevos, 

con adecuaciones especiales y características técnicas, funcionales y de seguridad 

apropiadas para el transporte de personas privadas de la libertad y para el desarrollo de las 

actividades inherentes a la misión institucional del INPEC. 

Los vehículos deberán cumplir integralmente las especificaciones técnicas establecidas por 

la Entidad, tomando como referencia las fichas técnicas suministradas por el INPEC y los 

resultados del correspondiente análisis técnico y de mercado, de manera que los bienes 

adquiridos respondan efectivamente a las condiciones particulares de operación, 

seguridad, custodia, movilidad y servicio requeridas por la CPMS Santa Marta. 

La adquisición permitirá incrementar la disponibilidad de medios de transporte institucional, 

mejorar la capacidad de respuesta frente a los requerimientos de traslado de PPL, fortalecer 

las condiciones de seguridad asociadas a dichos desplazamientos y contribuir al adecuado 

desarrollo de las actividades administrativas, operativas y misionales del establecimiento 

penitenciario. 

Por lo anterior, la contratación proyectada se encuentra orientada a satisfacer una 

necesidad concreta, actual y previamente identificada, cuya atención contribuye al 

cumplimiento de los fines institucionales del Distrito y de las obligaciones derivadas del 

Convenio Interadministrativo CI-013-2026 celebrado con el INPEC. 

La adquisición de los dos (2) vehículos automotores con adecuaciones especiales 

constituye una medida dirigida a fortalecer la capacidad instalada y operativa de la CPMS 

Santa Marta, atendiendo una necesidad previamente identificada y respaldada 

presupuestalmente en el marco del Convenio Interadministrativo CI-013-2026. 

La inversión permitirá disponer de vehículos adecuados a las particularidades del transporte 

penitenciario, con las condiciones técnicas y de seguridad requeridas para la movilización 

de personas privadas de la libertad, contribuyendo al cumplimiento de las actividades 

institucionales relacionadas con custodia, traslado y atención de PPL. 



 

 

Asimismo, la contratación se encuentra vinculada con los instrumentos de planeación y 

programación presupuestal del Distrito y con el proyecto de inversión BPIN 

2025000000027838, garantizando la correspondencia entre la necesidad identificada, los 

recursos destinados para su atención y el objeto de la contratación. 

En consecuencia, la Entidad considera necesario adelantar el proceso contractual 

correspondiente para adquirir los bienes requeridos, observando los principios de 

planeación, economía, responsabilidad, transparencia, selección objetiva y eficiencia que 

rigen la contratación estatal. 

De acuerdo con la naturaleza de los bienes requeridos y una vez se establezcan en el 

estudio de mercado las condiciones técnicas y comerciales correspondientes, la Entidad 

determinará y sustentará la modalidad de selección aplicable, atendiendo las disposiciones 

contenidas en la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1082 de 2015. 

2. OBJETO. 

ADQUISICIÓN DE DOS (2) VEHÍCULOS AUTOMOTORES CON ADECUACIONES 

ESPECIALES PARA EL FORTALECIMIENTO DEL PARQUE AUTOMOTOR DE LA 

CPMS SANTA MARTA, DESTINADOS AL TRANSPORTE DE PPL Y AL 

CUMPLIMIENTO DE LA MISIÓN INSTITUCIONAL DEL INPEC. 

2.1 ALCANCE DEL OBJETO:  

Para el cumplimiento del objeto deberán entregar dos (02) vehículos descritos a 

continuación:  

Item Descripción Cantidad 

1 Vehículo tipo Duster, con capacidad mínima de 5 
pasajero 

 

Uno (01) 

2 Vehículo tipo Van/Panel 1600 CC o superior, 
con capacidad mínima de 9 pasajeros 

Uno (01) 

 

2.2 ESPECIFICACIONES TECNICAS: 

Deberá cumplir con las especificaciones y condiciones técnicas descritas en el 

anexo. 

2.3. SISTEMA DE PRECIOS UNITARIOS FIJOS. El proponente se comprometerá a 

conservar los precios unitarios fijos, sin lugar a reajuste durante la ejecución del contrato, 

de acuerdo con la oferta económica presentada cumpliendo con el alcance del objeto del 

presente estudio previo.  

2.4. CLASIFICACIÓN DEL BIEN: Para efectos del numeral 1 del artículo 2.2.1.1.2.1.3., del 

Decreto 1082 de 2015, los bienes o servicios que se pretenden contratar corresponden a 

los códigos que se indican en la siguiente tabla:  

Código 
UNSPSC 

Segmento Familia Clase Producto Aplicación 

25101507 Vehículos 
comerciales, 
militares y 
particulares, 
accesorios y 
componentes 

Vehículos 
de motor 

Vehículos de 
pasajeros 

Camiones 
ligeros o 
vehículos 
utilitarios 
deportivos 

Camioneta tipo 
Duster/SUV o 
equivalente 

25101505 Vehículos 
comerciales, 
militares y 
particulares, 

Vehículos 
de motor 

Vehículos de 
pasajeros 

Minivans o 
vans 

Camioneta tipo 
Van/Panel 



 

 

accesorios y 
componentes 

25101900 
 

Vehículos 
Comerciales, 
Militares y 
Particulares, 
Accesorios y 
Componentes 

Vehículos 
de motor 

Vehículos 
especializados 
o de recreo 

Vehículos 

especializados 

o de recreo 

 

Asociado a los 
vehículos con 
adecuaciones 
especiales requeridas 
para el cumplimiento de 
funciones institucionales 
y transporte de PPL 

 

3. SUPERVISOR. 

La supervisión del contrato será responsabilidad del SECRETARÍO DE SEGURIDAD Y 

CONVIVENCIA CON CÓDIGO 020 Y GRADO 06 DEL DISTRITO DE SANTA MARTA. 

En virtud de lo señalado por el artículo 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011 y el Artículo 

2.2.1.2.1.2.19 del Decreto 1082 de 2015, se podrá contar con el apoyo a la Supervisión por 

parte de un profesional o un equipo de profesionales, sin que dicho apoyo implique el 

traslado de la responsabilidad del ejercicio de la supervisión.  

PARÁGRAFO PRIMERO. El supervisor ejercerá la labor encomendada de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, los documentos que sobre supervisión expida 

o haya expedido el Distrito y demás establecidos legalmente sobre supervisión.  

PARÁGRAFO SEGUNDO. El supervisor verificará el cumplimiento de los requisitos para iniciar la 

ejecución del presente contrato y ejercerá todas las obligaciones propias de la supervisión. 

4. PLAZO DE EJECUCIÓN DEL CONTRATO. 

El plazo para la ejecución del presente contrato será hasta treinta y uno (31) de diciembre 

de 2026. Dicho plazo se contará a partir de la fecha de suscripción del acta de inicio, previo 

al cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato. 

5. LUGAR DE EJECUCIÓN. 

El lugar de ejecución del Contrato es en el Distrito de Santa Marta. La Entrega de los bienes 
será en El Establecimiento Penitenciario De Mediana Seguridad Y Carcelario De Santa 
Marta o lugar que determine el supervisor previamente de acuerdo con la necesidad.  

6. OBLIGACIONES DE LAS PARTES: 

 

6.1 OBLIGACIONES GENERALES DEL CONTRATISTA: 

a. Cumplir con las especificaciones técnicas señaladas y presentadas. 
b. Obrar con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales evitando dilaciones. 
c. Radicar las facturas de cobro de los bienes dentro de los plazos convenidos. 
d. Mantener vigentes todas las garantías que amparan el contrato en los términos de este. 
e. Cumplir con las obligaciones laborales del personal contratado en la ejecución del 

contrato. 
f. Dar cumplimiento a las obligaciones con los Sistemas de Seguridad Social, Salud, 

pensión, aportes parafiscales, cuando haya lugar, riesgos laborales y presentar los 
documentos respectivos que así lo acrediten, conforme lo establecido por el artículo 50 
de la Ley 789 de 2002, la Ley 828 de 2003, la Ley 1122 de 2007, la Ley 1562 de 2012, 
Decreto 1703 de 2002, Decreto 510 del 5 de marzo de 2003, artículo 23 de la Ley 1150 
de 2007, Ley 1562 de 2012 y demás normas que las adicionen, complementen o 
modifiquen  

g. Los impuestos que se causen correrán por cuenta del contratista y se consideran 
incluidos como parte del precio todos los derechos, tasas y contribuciones que se 
originen en el desarrollo del contrato, sean estos de carácter Nacional, departamental, 
distrital o municipal. 



 

 

h. Cumplir con las demás normatividades que rigen los presentes estudios previos, en la 
invitación o las estipuladas en el contrato que le correspondan. 

i. No acceder a peticiones o amenazas de quienes actúen por fuera de la Ley con el fin 
de obligarlos a hacer u omitir algún acto o hecho, por lo que cuando se presenten tales 
peticiones o amenazas los contratistas deberán informar inmediatamente de su 
ocurrencia a la entidad contratante y a las demás autoridades competentes para que 
ellas adopten las medidas y correctivos que fueren necesarios, y el incumplimiento de 
esta obligación y la celebración de pactos o acuerdos prohibidos dará lugar a la 
caducidad del contrato Art. 5 Numeral 5 Ley 80 de 1993. 

j. Solucionar las controversias contractuales, que se presenten en la ejecución y 
desarrollo del contrato, de conformidad con lo previsto en la Ley 80 de 1993. 

 
6.1 OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA: 

6.1.1 OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA 

6.1.1.1. OBLIGACIONES GENERALES DEL CONTRATISTA 

El contratista se obliga a: 

a) Ejecutar el objeto contractual de conformidad con las condiciones, especificaciones 

y obligaciones establecidas en los estudios y documentos previos, la ficha técnica, 

su propuesta y el contrato suscrito. 

b) Cumplir oportunamente las obligaciones a su cargo, de acuerdo con el plazo de 

ejecución y las condiciones pactadas, garantizando la correcta ejecución del objeto 

contractual. 

c) Atender las instrucciones, solicitudes y requerimientos impartidos por el supervisor 

del contrato, siempre que se encuentren relacionados con el objeto y las 

obligaciones contractuales. 

d) Suministrar oportunamente al supervisor la información y documentación que le 

sean requeridas para verificar el cumplimiento de las obligaciones contractuales. 

e) Informar oportunamente al supervisor sobre cualquier circunstancia técnica, 

administrativa, jurídica o de otra naturaleza que pueda afectar la ejecución del 

contrato, y adoptar las medidas necesarias para prevenir o mitigar sus efectos. 

f) Corregir, por su cuenta y riesgo, las inconsistencias, defectos o incumplimientos que 

le sean atribuibles y que se evidencien durante la ejecución del contrato, sin perjuicio 

de las demás responsabilidades que correspondan. 

g) Asumir los costos y gastos necesarios para la debida ejecución del objeto 

contractual, de conformidad con las condiciones económicas y obligaciones 

establecidas en el contrato. 

h) Cumplir las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a la ejecución del 

contrato, así como las obligaciones tributarias, laborales, ambientales y de 

seguridad social que le correspondan, según la naturaleza de su actividad y del 

vínculo con el personal que emplee. 

i) Acreditar, cuando corresponda y en los términos legalmente exigibles, el 

cumplimiento de sus obligaciones frente al Sistema de Seguridad Social Integral y 

los aportes parafiscales. 

j) Obrar de buena fe durante la ejecución contractual, evitando dilaciones injustificadas 

y actuaciones que puedan afectar el cumplimiento oportuno y adecuado del objeto 

contratado. 

k) Constituir y mantener vigentes las garantías contractuales exigidas por la Entidad, 

en los términos, amparos y condiciones establecidos en el contrato. 



 

 

l) Responder por los daños y perjuicios que sean imputables a sus acciones u 

omisiones en desarrollo de la ejecución contractual, de conformidad con la ley. 

m) Mantener indemne a la Entidad frente a reclamaciones de terceros que tengan 

origen en actuaciones u omisiones imputables al contratista con ocasión de la 

ejecución del contrato. 

n) Suscribir las actas y demás documentos que se requieran para la debida ejecución, 

seguimiento y liquidación del contrato, cuando haya lugar a ello. 

o) Las demás obligaciones que se deriven de la naturaleza del contrato y que resulten 

necesarias para su adecuada ejecución, siempre que guarden relación directa con 

el objeto contractual. 

6.1.1.2 OBLIGACIONES ESPECÍFICAS DEL CONTRATISTA 

El contratista se obliga específicamente a: 

a) Suministrar y entregar los dos (2) vehículos automotores objeto del contrato, 

nuevos, modelo 2025 o superior, de conformidad con las características, 

configuración, condiciones y especificaciones técnicas establecidas en la ficha 

técnica, el anexo de especificaciones técnicas y la propuesta presentada y aceptada 

por la Entidad. 

b) Garantizar que los vehículos suministrados cumplan integralmente con las 

especificaciones técnicas, mecánicas, eléctricas, de seguridad, funcionales y de 

adecuación especial exigidas por la Entidad. 

c) Realizar las adecuaciones especiales requeridas para el transporte de la Población 

Privada de la Libertad (PPL) y para el cumplimiento de la misión institucional del 

INPEC, de conformidad con las condiciones y características establecidas en la 

ficha técnica. 

d) Suministrar, instalar y dejar en correcto funcionamiento los equipos, accesorios, 

elementos de seguridad, comunicaciones, señalización, elementos de carretera y 

demás componentes exigidos en la ficha técnica para cada vehículo. 

e) Garantizar que las adecuaciones, instalaciones, equipos y accesorios incorporados 

a los vehículos sean compatibles con estos, se encuentren debidamente instalados 

y no afecten su funcionamiento ni sus condiciones de seguridad. 

f) Realizar la identificación institucional de los vehículos, incluyendo pintura, franjas, 

escudos, emblemas, siglas y demás elementos gráficos establecidos en la ficha 

técnica, de acuerdo con las especificaciones y las instrucciones de la Entidad y/o 

del INPEC. 

g) Entregar los vehículos matriculados para servicio oficial, con las placas 

correspondientes y la documentación que acredite la matrícula a nombre del 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), conforme a las condiciones 

establecidas en la ficha técnica y en el contrato. 

h) Entregar cada vehículo con el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito (SOAT) 

vigente por el término exigido en la ficha técnica y de conformidad con la normativa 

aplicable. 

i) Entregar los documentos legales y administrativos correspondientes a los vehículos, 

incluyendo los soportes de matrícula, formularios, documentos de importación y 

manifiestos de aduana, cuando sean aplicables, así como los demás documentos 

necesarios para acreditar su procedencia y situación jurídica. 



 

 

j) Garantizar que los vehículos se entreguen libres de multas, embargos, 

pignoraciones, gravámenes, limitaciones al dominio y demás afectaciones que 

impidan o restrinjan su propiedad, uso o disposición por parte de su titular. 

k) Entregar los manuales de operación, mantenimiento y especificaciones técnicas de 

los vehículos, así como los demás documentos exigidos en la ficha técnica para su 

adecuada utilización y conservación. 

l) Entregar los vehículos con la totalidad de los elementos, herramientas, accesorios 

y elementos de seguridad exigidos en la ficha técnica, incluido el correspondiente 

kit de carretera, según aplique a cada vehículo. 

m) Garantizar la calidad, idoneidad, seguridad y correcto funcionamiento de los 

vehículos, sus componentes, equipos y adecuaciones especiales, en los términos 

establecidos en la ficha técnica, la propuesta y el contrato. 

n) Otorgar y hacer efectiva la garantía técnica de los vehículos durante el término y 

bajo las condiciones establecidas en la ficha técnica y en la oferta aceptada, 

cubriendo los defectos de fabricación, fallas de diseño, materiales y demás eventos 

expresamente amparados. 

o) Atender y solucionar, durante el período de garantía, las fallas o defectos cubiertos 

que sean reportados por la Entidad, incluyendo, cuando corresponda, el suministro 

de repuestos y la mano de obra necesaria, sin costo adicional para la Entidad. 

p) Cumplir las condiciones de mantenimiento preventivo que hayan sido expresamente 

incluidas en la ficha técnica, la oferta aceptada y el contrato, incluyendo los servicios, 

repuestos y mano de obra allí previstos. 

q) Garantizar el servicio posventa, el soporte técnico y la disponibilidad de repuestos 

durante el término establecido en la ficha técnica y en la oferta aceptada. 

r) Entregar la certificación y la relación de los centros de servicio autorizados o 

habilitados para prestar mantenimiento y soporte técnico a nivel nacional, en los 

términos exigidos en la ficha técnica. 

s) Presentar al supervisor del contrato los documentos y soportes necesarios para 

verificar el cumplimiento de las especificaciones técnicas, legales y administrativas 

de los vehículos, antes de su recibo a satisfacción. 

t) Permitir y facilitar las actividades de inspección, revisión y verificación que realice la 

Entidad, el supervisor del contrato o el personal técnico designado, y atender las 

observaciones que se formulen respecto del cumplimiento de las condiciones 

contratadas. 

u) Efectuar, sin costo adicional para la Entidad, los ajustes, correcciones, reparaciones 

o sustituciones que resulten procedentes cuando se evidencie que los vehículos, 

sus equipos, accesorios o adecuaciones no cumplen las especificaciones 

contratadas o presenten defectos atribuibles al contratista. 

v) Entregar los vehículos en el lugar, plazo y condiciones establecidos en el contrato, 

en adecuado estado de limpieza, presentación, conservación y funcionamiento, y 

en condiciones que permitan su puesta en operación. 

w) Asumir los costos asociados al suministro, transporte, entrega, adecuaciones, 

instalación de equipos, matrícula, seguros, trámites y demás conceptos que, 

conforme a la oferta y al contrato, se encuentren a su cargo. 

x) Abstenerse de sustituir o modificar la marca, referencia, configuración, 

características técnicas, equipos, accesorios o adecuaciones de los vehículos 



 

 

ofrecidos y aceptados por la Entidad, salvo autorización previa y expresa de esta, 

cuando resulte jurídicamente procedente. 

y) Entregar los vehículos y sus componentes de conformidad con las condiciones 

ofrecidas, sin introducir modificaciones que disminuyan las características, 

prestaciones, condiciones de seguridad o calidad exigidas por la Entidad. 

z) Atender las observaciones formuladas por el supervisor durante la verificación y 

recibo de los vehículos, y subsanar los aspectos que impidan certificar el 

cumplimiento de las condiciones contractuales. 

aa) Cumplir las demás obligaciones específicas que se deriven de la ficha técnica, de la 

propuesta aceptada y de los documentos que integran el contrato, siempre que 

guarden relación directa con el objeto contractual. 

6.2 OBLIGACIONES DEL CONTRATANTE: 

a. Ejercer el respectivo control de ejecución y supervisión del Contrato. 

b. Recibir de parte del CONTRATISTA los informes relacionados con la ejecución del 

contrato. 

c. Suscribir con el CONTRATISTA las actas de iniciación, recibo y liquidación. 

d. Cancelar el valor del presente contrato, en la forma prevista en los presentes 

estudios previos. 

e. Adelantar las gestiones necesarias para hacer efectiva la garantía constituida por el 

contratista si a ello hubiere lugar. 

f. Requerir al contratista para que adopte las medidas pertinentes cuando surjan faltas 

en el cumplimiento del contrato. 

 

7. LA MODALIDAD DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA Y LOS FUNDAMENTOS 

JURÍDICOS. 

La modalidad de selección y el contrato a suscribir como resultado del mismo, estarán 

sometidos a la legislación y jurisdicción colombiana y se rigen por las normas de la Ley 80 

de 1993, el Título I artículo 2 numeral 2 de la Ley 1150 de 2007, Ley 1474 de 2011, Decreto 

019 de 2012, Decreto 1082 de 2015, Decreto 1882 de 2018, manuales, guías y circulares 

emitidas por Colombia Compra Eficiente, las demás normas que la complementen, 

modifiquen o reglamenten y por las normas civiles y comerciales que regulen el objeto de 

la presente modalidad de selección.  

El artículo 2º de la Ley 1150 de 2007, consagra las modalidades de selección que se pueden 

emplear para realizar la escogencia de un contratista de la administración, estableciendo 

para este efecto cinco (5) modalidades principales, como son: Licitación Pública, como regla 

general, y a su turno, como excepción a ésta, tenemos a la Selección Abreviada; el 

Concurso de Méritos, la Contratación Directa y la Mínima Cuantía.  

Teniendo en cuenta la naturaleza y cuantía a contratar, y que el servicio que se pretende 

satisfacer comparte patrones de calidad objetivamente definidos y especificaciones y son 

ofrecidos en el mercado en condiciones equivalentes a quien los solicite, se consideran que 

son de características técnicas uniformes, por lo tanto la modalidad de selección que 

adelantará el Distrito, corresponde a una SELECCIÓN ABREVIADA POR EL 

PROCEDIMIENTO DE SUBASTA INVERSA ELECTRÓNICA, conforme a lo dispuesto en 

el numeral 2 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, señala que “la selección abreviada 

corresponde a la modalidad de selección objetiva prevista para aquellos casos en que por 

las características el objeto a contratar, las circunstancias de contratación o la cuantía o 

destinación del bien, obra o servicio, puedan adelantarse procesos simplificados para 

garantizar la eficiencia de la gestión contractual”. A su vez, en el inciso 2 del literal a) del 

numeral 2 del artículo 2 de la ley 1150 de 2007, el cual dispone: “(…) a) La adquisición o 

suministro de bienes y servicios de características técnicas uniformes y de común utilización 

por parte de las entidades, que corresponden a aquellos que poseen las mismas 



 

 

especificaciones técnicas, con independencia de su diseño o de sus características 

descriptivas, y comparten patrones de desempeño y calidad objetivamente definidos. Para 

la adquisición de estos bienes y servicios las entidades deberán, siempre que el reglamento 

así lo señale, hacer uso de procedimientos de subasta inversa electrónica o de instrumentos 

de compra por catálogo derivados de la celebración de acuerdos marco de precios o de 

procedimientos de adquisición en bolsas de productos (…).”  

Al respecto, se precisa que según lo establecido en el numeral 3 del artículo 5 de la ley 

1150 de 2017, el factor de evaluación para el caso de la selección abreviada por subasta 

inversa electrónica, atenderá al precio, al manifestar lo siguiente: “Sin perjuicio de lo 

previsto en el numeral 1 del presente artículo, en los pliegos de condiciones para las 

contrataciones cuyo e sea la adquisición o suministro de bienes y servicios de 

características técnicas uniformes y común utilización, las entidades estatales incluirán 

como único factor de evaluación el menor precio ofrecido”. 

8. EL VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO Y FORMA DE PAGO. 

 

8.1. PRESUPUESTO OFICIAL. 

El valor del presupuesto oficial para la Adquisición De Dos (2) Vehículos Automotores Con 
Adecuaciones Especiales asciende a la suma de hasta OCHOCIENTOS MILLONES DE 
PESOS ($800.000.000) incluidos todos los costos directos e indirectos, IVA, estampillas, 
impuestos, tasas y contribuciones a que haya lugar, que se puedan generar con la 
celebración del contrato, ejecución y liquidación del contrato. El presupuesto está amparado 
por el Certificado de Disponibilidad Presupuestal No. 408 de 2026. 

 

8.2. CERTIFICADO DE DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL. 

En cumplimiento de la aludida obligación legal, la Secretaría de Hacienda de la Alcaldía 

Distrital de Santa Marta expidió el Certificado de Disponibilidad Presupuestal con la 

siguiente información: 

IDENTIFICACIÓN PRESUPUESTAL 2.3.2.02.02.009 

CDP  408 

FECHA DE EXPEDICIÓN 26 de enero de 2026 

C.COSTO 1101 

VALOR  $1.667.000.000 

VALOR A UTILIZAR  $374.786.580      

 

IDENTIFICACIÓN PRESUPUESTAL 2.3.2.02.02.009 

CDP  409 

FECHA DE EXPEDICIÓN 26 de enero de 2026 

C.COSTO 1102 

VALOR  $1.666.700.000 

VALOR A UTILIZAR  $425.213.420 

 

8.3. FORMA DE PAGO. 

El Distrito de Santa Marta pagará al contratista el valor del contrato en moneda legal 
colombiana, de conformidad con las condiciones, requisitos y porcentajes establecidos a 
continuación: 

a) PAGO ANTICIPADO :El Distrito de Santa Marta efectuará un pago anticipado 
equivalente al cuarenta por ciento (40 %) del valor total del contrato, una vez se haya 
perfeccionado el contrato y se hayan cumplido los requisitos para su ejecución, de 
conformidad con la normativa vigente y las condiciones establecidas en los documentos del 
proceso. 



 

 

Para efectos del desembolso del pago anticipado, el contratista deberá presentar al 
supervisor del contrato un plan y/o cronograma detallado de fabricación, adecuación, 
alistamiento y entrega de los vehículos, en el cual se establezcan las actividades, tiempos 
y fechas previstas para la entrega de los dos (2) vehículos objeto del contrato en el 
Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Santa Marta, a cargo 
del INPEC. 

El pago anticipado estará sujeto al visto bueno del supervisor del contrato, previa 
verificación del cumplimiento de los requisitos establecidos para el desembolso, 
incluyendo la aprobación de las garantías exigidas y la suscripción del acta de inicio, 
cuando a ello haya lugar, a través de la plataforma SECOP II. 

b) PAGO FINAL : El sesenta por ciento (60 %) restante del valor total del contrato será 
pagado al contratista una vez se haya realizado la entrega efectiva del cien por ciento 
(100 %) de los bienes contratados, de conformidad con las especificaciones técnicas, 
cantidades y demás condiciones establecidas en los documentos del proceso y en el 
contrato. 

El pago final estará sujeto a la verificación y recibo a satisfacción por parte del supervisor 
del contrato, quien deberá constatar el cumplimiento integral de las obligaciones 
contractuales y la entrega de los dos (2) vehículos con sus respectivas adecuaciones, 
documentos y demás elementos requeridos. 

PARÁGRAFO 1°: Los pagos se realizarán previa presentación de la respectiva factura 
o documento equivalente, junto con los demás documentos requeridos por el Distrito de 
Santa Marta para el trámite de pago y la acreditación del cumplimiento de las 
obligaciones relacionadas con los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral y 
parafiscales, cuando corresponda. 

 Parágrafo: Lo anterior, una vez sean recibidos los servicios a entera satisfacción por parte 
del    supervisor, y cumplidos los trámites administrativos a que haya lugar con la 
presentación de la factura, acompañada de la certificación del supervisor sobre el 
cumplimiento, copia de los recibos de pago donde se pueda verificar el cumplimiento de las 
obligaciones con el sistema general de seguridad social y parafiscales (llegado el caso). 

 
Cada solicitud de pago debe estar acompañada de las facturas y soportes correspondientes 
del servicio. Como requisito previo para la autorización de cada pago, el contratista deberá 
acreditar que se encuentra al día en el pago de aportes relativos al Sistema de Seguridad 
Social Integral, así como parafiscales (SENA, ICBF, cajas de compensación familiar, etc.), 
cuando corresponda.  
 
Para efectos del pago de cada una de las cuentas de cobro, deberán estar acompañadas 
de la documentación que exige la Secretaria de Hacienda Distrital, debidamente autorizado 
por la Secretaría General. Si el contratista está obligado a facturar, deberá presentar la 
factura electrónica debidamente validada por la DIAN, como requisito necesario para el 
pago de los servicios contratados; de igual manera el contratista deberá allegar por medio 
de correo electrónico las facturas de cobro las cuales deberán contener archivo PDF 
(Factura) y archivo XML (Verificación), para así realizar por parte de la Secretaria de 
Hacienda el pago correspondiente. 
 
Nota: El Distrito no se responsabilizará por la demora presentada en el pago al 
CONTRATISTA, cuando ella fuere provocada por encontrarse incompleta la documentación 
que sirve de soporte para el trámite y previa recepción de los elementos a satisfacción por 
parte del contratante, o no se ajuste a cualquiera de las condiciones establecidas en el 
contrato. 
 
El término para el pago solo empezará a contarse desde la fecha en que se presenten en 
debida forma y adjuntando la totalidad de los documentos exigidos para tal efecto. Las 



 

 

demoras que se presenten por estos conceptos serán responsabilidad del CONTRATISTA 
elegido y no tendrá por ello derecho al pago de intereses o compensación de ninguna 
naturaleza.   
 

9. CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE. 

De conformidad con el numeral 3 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 reglamentado por 

el Decreto 1082 de 2015, en las contrataciones cuyo objeto sea la adquisición o suministro 

de bienes y servicios de características técnicas uniformes y común utilización, las 

entidades estatales incluirán como único factor de evaluación el menor precio ofrecido. De 

igual forma, el artículo 2.2.1.2.1.2.2., del Decreto 1082 de 2015, indica que, en la selección 

abreviada, para la adquisición de bienes y servicios de características técnicas uniformes y 

de común utilización, la oferta más favorable para la entidad será aquella con el menor 

precio.  

También el numeral 9 del artículo 2.2.1.2.1.2.2. Del mismo Decreto manifiesta que si al 

terminar la subasta inversa hay empate, la entidad estatal debe seleccionar al oferente que 

presentó el menor precio inicial. En caso de persistir el empate la entidad estatal debe 

aplicar las reglas del numeral 1 al 5 del artículo 2.2.1.1.2.2.9, del decreto.  

En atención a las disposiciones normativas anteriores, EL MENOR PRECIO será el factor 

que permitirá identificar la oferta más favorable para el Distrito, y, por ende, el factor de 

selección del contratista. 

10. REQUISITOS HABILITANTES. 

Son aquellos que le permiten al Distrito, verificar el cumplimiento de la capacidad jurídica, 

financiera, organizacional y experiencia de los proponentes interesados en participar en el 

proceso de selección, estos se han establecido con fundamento en lo dispuesto en el 

Decreto 1082 de 2015 y en el Manual para Determinar y Verificar los Requisitos Habilitantes 

en los Procesos de Contratación, expedido por la Agencia Nacional de Contratación (M-

DVRHPC-04) expedido por Colombia Compra Eficiente. 

De acuerdo con las necesidades del Distrito de Santa Marta, se considera que las 

condiciones mínimas que deberán acreditar los proponentes serán la capacidad jurídica, 

técnica y financiera, capacidad organizacional, estos requisitos serán verificados por los 

integrantes del comité evaluador, analizando si los proponentes son HABILITADOS O NO 

HABILITADOS con los requisitos y especificaciones exigidas en el pliego de condiciones. 

La entidad se reserva el derecho de verificar la información presentada por el proponente 

para la acreditación de las exigencias establecidas y/o solicitar aclaraciones y/o 

subsanaciones, en cualquier estado en que se encuentre el proceso de selección, hasta el 

traslado del informe de evaluación preliminar. 

La entidad solicitará a cada uno de los proponentes en igualdad de condiciones los 

requisitos de que adolezca la propuesta y que no sean necesarios para asignar puntaje, 

para lo cual se debe tener en cuenta que el término establecido por la Entidad para 

subsanar es PERENTORIO y PRECLUSIVO, por consiguiente, el proponente que no 

subsane o no subsane correctamente la información o documentación solicitada es causal 

de rechazo de la propuesta. 

En caso de que la propuesta se presente por un consorcio o unión temporal estos factores 

habilitantes se entenderán cumplidos cuando en suma de cada uno de los intervinientes en 

el consorcio o unión temporal, satisfagan los requisitos mínimos del proceso de selección. 

REQUISITO HABILITANTE VALORACIÓN 

VERIFICACIÓN JURÍDICA HABILITADO / NO HABILITADO 

EXPERIENCIA HABILITADO / NO HABILITADO 

VERIFICACIÓN FINANCIERA HABILITADO / NO HABILITADO 

EXPERIENCIA TÉCNICA HABILITADO / NO HABILITADO 



 

 

 

Solo podrán participar en la SUBASTA INVERSA las ofertas cuya verificación arroje que se 

encuentran habilitadas desde el punto de vista jurídico, técnico y financiero. 

De conformidad al Decreto 1082 de 2015 artículo 2.2.1.1.1.5.3, el Distrito, verificará los 

siguientes requisitos habilitantes: 

10.1. CAPACIDAD JURÍDICA. 

La exigencia de la Capacidad Jurídica del proponente tiene por objeto determinar si las 

propuestas presentadas dentro del proceso de selección se ajustan a los requerimientos 

legales que de acuerdo con la naturaleza del contrato deben cumplirse, esto es, la aptitud 

del proponente de ser titular de derechos y de obligaciones y por tanto, de ejercer o exigir 

los primeros y contraer los segundos en forma personal o a través de su representante legal 

o apoderado, así como no estar incurso en causales de inhabilidad, incompatibilidad o 

conflicto de interés que le impidan celebrar el contrato. Con el fin de medir la Capacidad 

Jurídica del interesado, se establecieron los siguientes aspectos a verificar:  

En el proceso de selección pueden participar personas naturales o jurídicas nacionales o 

extranjeras, en forma individual, en consorcio, o en unión temporal o promesa de sociedad 

futura, que tengan representación en Colombia o constituyan un apoderado domiciliado en 

el país y cumplan con los requisitos establecidos en el pliego de condiciones y en la Ley. 

10.1.1. CARTA DE PRESENTACIÓN DE LA OFERTA (formato 1). 

La carta de presentación de la propuesta se diligenciará conforme al anexo contenido en el 

"Carta de Presentación de la Propuesta" y será firmada por el proponente quien deberá ser 

una persona jurídica o natural que dentro de su objeto o actividades comprenda el que se 

va a desarrollar en el presente proceso. Si la propuesta es presentada por una persona 

jurídica, en unión temporal o consorcio, deberá venir firmada por el representante legal 

debidamente facultado en los términos de ley. 

El proponente NO podrá señalar condiciones diferentes a las establecidas en el pliego de 

condiciones. 

La presentación de la Carta de presentación de la propuesta firmada por persona distinta a 

su Representante Legal o a quien estatutariamente tenga la facultad de comprometer al 

proponente, genera rechazo de plano de la oferta. 

La sola presentación de esta carta significará que el proponente conoce y acepta la 

distribución de riesgos previsibles efectuada por la entidad. 

En la carta de presentación de la propuesta, el proponente o el representante legal, tiene la 

obligación de manifestar bajo la gravedad de juramento, que no se encuentra incurso en 

alguna causal de inhabilidad, incompatibilidad, conflicto de interés o prohibiciones para 

contratar establecidas en la Constitución y la Ley. 

En el evento que la propuesta sea presentada y suscrita por un apoderado se deberá 

adjuntar el poder que así lo faculte. En este caso, la facultad de representación 

comprenderá las de presentar la propuesta, celebrar el contrato (en caso de resultar 

adjudicatario) y liquidarlo. Si la presentación de la propuesta implica la transgresión del 

deber establecido en el numeral 7° del artículo 23 de la Ley 222 de 1995, el proponente 

individual o el integrante de la propuesta conjunta, además, allegar autorización de la junta 

de socios o asamblea general de accionistas, según corresponda.  

Se consideran válidas las cartas de presentación que el interesado, representante legal o 

apoderado firmen de forma electrónica de acuerdo con lo contemplado en la Ley 527 de 

1999, el Decreto Ley 019 de 2012 y el Decreto 2364 de 2012 o de forma escaneada. Se 

entiende por firma electrónica la definición contenida en el numeral 3 del artículo 1° del 

Decreto 2364 de 2012 el cual establece: “Firma electrónica: Métodos tales como, códigos, 



 

 

contraseñas, datos biométricos, o claves criptográficas privadas, que permite identificar a 

una persona, en relación con un mensaje de datos, siempre y cuando el mismo sea 

confiable y apropiado respecto de los fines para los que se utiliza la firma, atendidas todas 

las circunstancias del caso, así como cualquier acuerdo pertinente”. 

En el caso de los Consorcios o Uniones Temporales, la manifestación, bajo la gravedad del 

juramento, de no encontrarse incurso en ninguna de las causales de inhabilidad o 

incompatibilidad, conflicto de interés o en las prohibiciones para contratar establecidas en 

la Constitución Política o en la Ley se hará por cada uno de sus miembros; y si los 

integrantes son personas jurídicas, debe manifestar que los socios que las conforman, no 

se encuentran incursos en causal alguna de inhabilidad o incompatibilidad, conflicto de 

interés establecida por la Constitución y la Ley. 

Si el proponente, y/o el Representante Legal o alguno de los socios o todos o uno de los 

integrantes del consorcio o unión temporal se encuentran incursos en alguna causal de 

inhabilidad o incompatibilidad, conflicto de interés o prohibición para contratar, la oferta será 

rechazada. 

10.1.2. DOCUMENTO DE INFORMACIÓN DE CONSORCIO O UNIÓN TEMPORAL. 

Los proponentes deben presentar documento constitutivo de la figura asociativa en donde 

conste: a) Que su duración es de mínimo el lapso comprendido entre el cierre de la 

selección y la liquidación del Contrato y un año más. Sin perjuicio de que luego, los 

integrantes del Consorcio o Unión Temporal sean llamados a responder por hechos u 

omisiones ocurridos durante la ejecución del Contrato. b) La forma de operación bajo la 

cual se ejecutará el contrato en caso de resultar favorecidos con la adjudicación y cómo se 

realizarán y coordinarán todas las demás actividades relacionadas con él. c) Designación 

del representante indicando expresamente sus facultades, las cuales deberán ser amplias 

y suficientes para formular la propuesta, suscribir el Contrato y obligar a todos los 

integrantes del Consorcio o Unión Temporal. Igualmente, deberá designarse un suplente 

que lo reemplace en los casos de ausencia temporal o definitiva. d) Declaración en la cual 

conste que el contrato de consorcio o unión temporal presentado no tiene adiciones o 

modificaciones. e) El domicilio principal del consorcio o la unión temporal con indicación de 

la dirección, teléfono, fax y correo electrónico. 

Cada integrante del consorcio o unión temporal presentará los documentos solicitados a los 

proponentes individuales. 

Cuando se trate de consorcios, los miembros integrantes deberán señalar las reglas 

básicas que regulen las relaciones entre ellos y su responsabilidad al interior de la 

asociación. Las relaciones que se den frente al Distrito se rigen por el principio de 

solidaridad de sus miembros. 

En el caso de la unión temporal, los términos y extensión en forma clara y precisa, de la 

participación en la propuesta y en su ejecución y las obligaciones y responsabilidades de 

cada uno en la ejecución del contrato, los cuales no podrán ser modificados sin el 

consentimiento previo de la Entidad contratante. 

La omisión de las firmas del representante legal o de sus miembros, o la omisión del 

documento mismo, se entenderán como falta de constitución del consorcio o unión temporal 

y generará el rechazo de la propuesta. 

Constituido el Consorcio o Unión Temporal, sus integrantes no podrán ceder o transferir su 

participación en el mismo, ni modificar sus integrantes o su participación en aquél, salvo en 

el evento en que la entidad lo autorice previamente y por escrito en los casos en que 

legalmente está permitido. 

Ninguna persona podrá formar parte de más de un Consorcio o Unión Temporal que 

presenten Propuesta para esta invitación. Tampoco podrá una persona presentar más de 



 

 

una oferta o hacer una combinación de estas dos posibilidades individual y conjuntamente. 

En caso de que se incurra en esta prohibición, El Distrito De Santa Marta, rechazará las 

ofertas. 

La incapacidad legal de alguno de los miembros del consorcio o unión temporal para 

desarrollar el objeto del contrato a celebrar, o si la vigencia de la persona jurídica de uno o 

ambos miembros es inferior a la exigida en los Pliegos de Condiciones dará lugar a que la 

propuesta sea inhabilitada. 

Cuando el documento de conformación del Consorcio o Unión Temporal imponga 

limitaciones al representante legal para formular la propuesta, celebrar y ejecutar el 

contrato, se deberá adjuntar a la oferta autorización expresa de los miembros de la 

asociación, para presentar propuesta y firmar el contrato en caso de adjudicación, efecto 

para el cual servirá la copia del acta de la reunión respectiva en donde conste la 

autorización. 

10.1.3. COPIA DE LA CÉDULA DE CIUDADANÍA. 

Se debe presentar la copia legible del documento de identidad de conformidad con la Ley 

757 de 2002, modificada por la Ley 999 de 2005, reglamentada por el Decreto 4969 de 

2009 del proponente personal natural y/o del representante legal de la persona jurídica. En 

caso de consorcio o unión temporal, este requisito deberá cumplirse respecto de cada uno 

de sus integrantes o por el apoderado facultado para presentar la propuesta y para persona 

extranjera fotocopia de la cedula de extranjería o pasaporte, según sea el caso.  

10.1.4. CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL. 

Si el proponente es una persona jurídica nacional, o lo es uno de los consorciados o unidos 

temporalmente, deberá comprobar su existencia y representación legal, mediante 

certificado expedido con no más de treinta (30) días calendario anteriores a la fecha de 

cierre del proceso, por la Cámara de Comercio del domicilio principal de la sociedad, en 

donde se verifique que el objeto del presente proceso está comprendido en su objeto social 

y que su duración es superior al plazo de ejecución del contrato y un año más. 

Nota. En el evento que el certificado de existencia y representación legal no contemple la 

información de representación legal y/o, objeto social y/o la duración de la sociedad, el 

proponente deberá aportar el certificado de inscripción en el registro mercantil y de ser 

necesario, mediante los estatutos sociales y eventualmente con poderes o documento 

equivalente según sea el caso, donde conste dicha información. 

Cuando este documento imponga limitaciones al representante legal para formular la 

propuesta, celebrar y ejecutar el contrato, o, cuando el representante legal tenga 

limitaciones para contraer obligaciones a nombre de la sociedad, se deberá adjuntar a la 

oferta autorización expresa del órgano competente. 

Si la propuesta se presenta a nombre de una sucursal, se deberá anexar el certificado de 

esta y el de la casa principal. 

Si el proponente es una persona natural debe presentar el registro de matrícula mercantil 

vigente expedido por la cámara de comercio en el que conste como actividad comercial, 

entre otras, la prestación de servicios relacionados con el objeto contractual de este proceso 

de selección o que en general sea suficiente para poder ejecutar el objeto del presente 

proceso de selección. Este certificado debe haber sido expedido dentro de los treinta (30) 

días anteriores a la fecha de la diligencia de cierre del presente proceso. 

- Representación legal personas jurídicas extranjeras. 

Las personas naturales o jurídicas extranjeras sin domicilio o sucursal en Colombia, no 

están obligadas a estar inscritas en el RUP, por lo cual la Alcaldía, debe verificar 

directamente el cumplimiento de los requisitos habilitantes. 



 

 

Los documentos presentados por los proponentes no requieren legalización alguna salvo 

los documentos otorgados en el exterior y los poderes generales o especiales que deben 

ser otorgados ante Notario Público. 

Los proponentes deben poder entregar con su oferta los documentos otorgados en el 

exterior sin que sea necesaria su legalización de acuerdo con la Convención de la Apostilla. 

Para firmar el Contrato, el oferente que resulte adjudicatario debe presentar los documentos 

otorgados en el extranjero, legalizados de conformidad con la Convención de la Apostilla 

(Ley 455 de 1998). 

Las personas jurídicas de origen extranjero tengan o no domicilio en Colombia a través de 

sucursales, se someterán en todo caso a la legislación colombiana. Para el caso de 

personas jurídicas sin sucursal en Colombia, estas deben cumplir con las siguientes 

condiciones: 

a. Acreditar su existencia y representación legal, a efectos de lo cual deberán presentar 

un documento idóneo expedido por la autoridad competente en el país de su domicilio, 

con un término no mayor a un (1) mes anterior a la fecha de cierre, en el que conste su 

existencia, fecha de constitución, objeto y vigencia, y el nombre del representante legal 

de la sociedad o de la persona o personas que tengan la capacidad para 

comprometerla jurídicamente y sus facultades y en el cual se señale expresamente que 

el representante no tiene limitaciones para presentar la propuesta, suscribir el contrato 

y comprometer a la empresa a través de su propuesta o aportando la autorización o 

documento correspondiente del órgano directo que lo faculta. 

b. Acreditar la duración de la persona jurídica la cual debe extenderse por el plazo del 

contrato, su liquidación y un (1) año más, contado a partir de la fecha de cierre del 

presente proceso de selección. 

c. Acreditar que el objeto social principal de la sociedad se encuentra directamente 

relacionado con el objeto del contrato, de manera que le permita a la persona jurídica 

la celebración y ejecución de este, teniendo en cuenta para estos efectos el alcance y 

la naturaleza de las diferentes obligaciones que adquiere. 

Las personas jurídicas extranjeras sin domicilio en Colombia deberán acreditar en el país 

un apoderado domiciliado en Colombia, debidamente facultado para presentar la propuesta, 

participar y comprometer a su representado en las diferentes instancias del proceso de 

selección, suscribir los documentos y declaraciones que se requieran así como el contrato 

ofrecido, suministrar la información que le sea solicitada, y demás actos necesarios de 

acuerdo con el Pliego de Condiciones, así como para representarla judicial o 

extrajudicialmente. 

Se dará aplicación a lo señalado en la Circular Externa Única de Colombia Compra Eficiente 

vigente:  

“(…) las Entidades Estatales solamente pueden exigir la legalización de acuerdo con la 

Convención de la Apostilla o la legalización de documentos públicos otorgados en el 

extranjero. Este tipo de legalización no es procedente para los documentos privados. (…)”.   

10.1.5. ACTA DE LA JUNTA DE SOCIOS – AUTORIZACIÓN (SI APLICA). 

De conformidad con el certificado de existencia y representación legal, en caso de que las 

facultades del representante legal estén limitadas por razón de la naturaleza o cuantía del 

negocio jurídico, el proponente deberá presentar el acta respectiva en la cual se autorizó, 

con anterioridad a la fecha de cierre del presente proceso, al representante legal a firmar la 

oferta y celebrar el correspondiente contrato en caso de que le sea adjudicado. 

En caso de consorcios o uniones temporales, cada uno de los integrantes deberá presentar 

la respectiva acta, si a ello hubiere lugar. 

 



 

 

10.1.6. PODER DEBIDAMENTE CONSTITUIDO (SI APLICA). 

En el evento que la oferta se presente a través de apoderado debidamente inscrito en 

cámara de comercio, éste debe encontrarse debidamente facultado para participar en el 

proceso de contratación y suscribir el contrato que se derive de éste. 

10.1.7. CERTIFICADO DEL REGISTRO ÚNICO DE PROPONENTES – RUP. 

De conformidad con el artículo 6 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 221 del 

Decreto 019 de 2012, “Todas las personas naturales o jurídicas nacionales, o extranjeras 

domiciliadas o con sucursal en Colombia, que aspiren a celebrar contratos con las 

entidades estatales, se inscribirán en el Registro Único de Proponentes del Registro Único 

Empresarial de la Cámara de Comercio con jurisdicción en su domicilio principal”. De 

conformidad al Artículo 2.2.1.1.1.5.1. Del Decreto 1082 de 2015 Inscripción, renovación, 

actualización y cancelación del RUP. 

Personas naturales y jurídicas, o extranjeras, con domicilio en Colombia, interesadas en 

participar en Procesos de Contratación convocados por las Entidades deben estar inscritas 

en el RUP, salvo excepciones previstas de forma taxativa en ley.  

Dado lo anterior, los proponentes deberán allegar el Registro Único de Proponentes 

expedido por la Cámara de Comercio cuya fecha de expedición no podrá ser superior a 

treinta (30) días calendario, anteriores a la fecha de cierre del presente proceso. La 

inscripción en el Registro Único de Proponentes (RUP) debe estar vigente y en firme hasta 

antes del inicio del evento de subasta. Si el interesado es un Consorcio o una Unión 

Temporal, sus miembros deben estar inscritos en forma individual en el RUP de la Cámara 

de Comercio y debe estar vigente y en firme hasta antes del inicio del evento de subasta.  

De conformidad con el artículo 2.2.1.1.1.5.1 del Decreto 1082 de 2015, los proponentes 

deben presentar la información para renovar su registro a más tardar el quinto día hábil del 

mes de abril de cada año. De lo contrario cesan los efectos de este. De conformidad con la 

potestad verificadora, la entidad se reserva la posibilidad de consultar en el RUES, la 

veracidad de la información aportada. 

La Entidad entenderá como admisible los códigos que corresponden hasta el tercer nivel 

es decir hasta la TERCERA CLASE (artículo 2.2.1.1.1.5.3. decreto 1082 de 2015). 

El proponente debe aportar el certificado de inscripción en el Registro Único de 

Proponentes, expedido por la Cámara de Comercio de la jurisdicción donde tenga el asiento 

principal de sus negocios (personas naturales) o el domicilio principal (personas jurídicas). 

Los interesados en participar en este proceso deberán estar inscritos en el Registro Único 

de Proponentes de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1082 de 

2015; y en por lo menos tres (3) de los códigos de clasificación de bienes y servicios para 

esta contratación. 

La exigencia de un mínimo de tres (3) códigos busca concentrar la verificación en los 

aspectos sustanciales del objeto contractual, evitando la exclusión injustificada de 

proponentes que, aun siendo idóneos, no se encuentran registrados en códigos accesorios 

o no esenciales. Esta medida permite garantizar pluralidad de oferentes y mayor 

concurrencia, sin desatender la necesidad de contar con operadores con experiencia y 

capacidad técnica comprobable. 

Quien aspire a participar en el presente proceso y haya realizado la inscripción por primera 

vez o que haya dejado cesar los efectos de la inscripción deberá hacerla de acuerdo con lo 

señalando en el Decreto 1082 de 2015 y se entenderá en firme luego de surtirse los trámites 

y tiempos allí señalados. 



 

 

En caso de CONSORCIO O UNIÓN TEMPORAL se debe presentar el RUP de cada uno 

de los integrantes, el cual debe estar inscrito en los códigos de clasificación de bienes y 

servicios para esta contratación. 

Nota 1. Con el fin de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 43 de la Ley 1955 de 

2019, la Alcaldía, verificará en el RUP las posibles conductas allí registradas y que pudieren 

originar la inhabilidad por Incumplimiento Reiterado de que trata la norma precitada. 

10.1.8. REGISTRO ÚNICO TRIBUTARIO – RUT. 

El proponente persona natural o jurídica y cada uno de los integrantes del consorcio o unión 

temporal debe allegar con su oferta fotocopia del Registro Único Tributario – RUT 

actualizado (en caso de haber realizado modificaciones para las cuales la DIAN exige 

actualización). 

10.1.9. ACREDITACIÓN DE PAGO DE SEGURIDAD SOCIAL Y OBLIGACIONES 

PARAFISCALES. 

De conformidad con lo señalado en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002 y en la Ley 1150 

de 2007, a la fecha y junto con la presentación de la oferta, el proponente persona natural, 

deberá acreditar el cumplimiento de sus obligaciones con los sistemas de salud, pensiones 

y aportes a las cajas de Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

y Servicio Nacional de Aprendizaje, cuando a ello haya lugar, lo cual se hará mediante la 

entrega de copia de la planilla de aportes, en la cual se pueda verificar el cumplimiento de 

esta obligación. 

Los proponentes que sean personas jurídicas deberán acreditar el cumplimiento del pago 

de obligaciones frente al Sistema de Seguridad Social Integral y parafiscales (Cajas de 

Compensación Familiar, Sena e ICBF), esto se hará mediante certificación expedida por el 

revisor fiscal, cuando éste exista de acuerdo con los requerimientos de Ley o por el 

representante legal si no hay revisor fiscal referido en el certificado de existencia y 

representación legal, durante un lapso no menor a los seis (6) meses anteriores a la fecha 

de presentación de la oferta o a aquel desde el cual se hubiere constituido la sociedad, si 

dicho plazo es menor.  

En el caso de proponentes plurales, cada uno de sus integrantes cuando los mismos sean 

personas jurídicas constituidas en Colombia, deberán presentar en forma individual dicha 

certificación expedida por el Representante Legal o Revisor Fiscal respectivo, según 

corresponda.  

En caso de que la certificación sea suscrita por el contador y/o revisor fiscal del proponente 

persona jurídica o del integrante persona jurídica de la figura asociativa, deberá allegarse 

copia del documento de identidad, de la tarjeta profesional y certificado de antecedentes 

disciplinarios del profesional que la expide. 

Las personas Jurídicas o Naturales que no tengan obligaciones con el sistema de seguridad 

social integral deberán notificarlo mediante certificación juramentada por el representante 

legal y/o contador y/o revisor fiscal. En caso de que el proponente se presente a título de 

consorcio o unión temporal, cada uno de sus integrantes debe cumplir con este requisito 

según su naturaleza.  

En caso de presentar acuerdo de pago con las entidades recaudadoras respecto de alguna 

de las obligaciones mencionadas, el proponente deberá manifestar que existe el acuerdo y 

que se encuentra al día en el cumplimiento de este. 

Nota 1. La información presentada en desarrollo del presente numeral se entiende 

suministrada bajo gravedad de juramento, respecto su fidelidad y veracidad.  

Nota 2. La entidad se reserva el derecho de verificar la información certificada haciendo las 

respectivas consultas ante las instancias pertinentes.  



 

 

Las empresas reportadas en mora no podrán presentarse en el presente proceso de 

contratación estatal de conformidad con el último inciso del artículo 7 de la Ley 1562 del 11 

de julio de 2012. 

10.1.10. CERTIFICADOS DE ANTECEDENTES FISCALES, DISCIPLINARIOS, 

JUDICIAL, INHABILIDADES POR DELITOS SEXUALES Y DE MEDIDAS 

CORRECTIVAS. 

El Distrito consultará el Certificado de Antecedentes Disciplinarios, expedido por el Sistema 

de Información y Registro de Sanciones y Causas de Inhabilidad –SIRI - Procuraduría 

General de la Nación, de las personas naturales, personas jurídicas y sus representantes 

legales o de quien en nombre de la persona jurídica presente la oferta. 

El Distrito consultará el Certificado de Antecedentes Fiscales, expedido por el Sistema de 

Información y Registro de Sanciones y Causas de Inhabilidad –SIRI - Contraloría General 

de la República, de las personas naturales, personas jurídicas y sus representantes legales 

o de quien en nombre de la persona jurídica presente la oferta.  

El Distrito consultará el Certificado de Antecedentes Judiciales, inhabilidades por delitos 

sexuales en la página web de la Policía Nacional, de las personas naturales, personas 

jurídicas y sus representantes legales o de quien en nombre de la persona jurídica presente 

la oferta.  

El proponente no deberá encontrase en MORA (Reportar alguna sanción) en el sistema 

Registro Nacional de Medidas Correctivas RNMC de la Policía Nacional de Colombia como 

infractor de la Ley 1801 de 2016 Código Nacional de Policía y Convivencia. El Distrito 

realizará la correspondiente verificación al momento de realizar la Evaluación Jurídica y 

dejará constancia de esta. 

Nota. No aplica para las personas (naturales y jurídicas) de origen extranjero sin sucursal 

en Colombia. 

10.1.11. FOTOCOPIA DE LIBRETA MILITAR. 

 

Copia de la libreta militar o certificación expedida por la Dirección de Reclutamiento de las 

Fuerzas Militares de Colombia, si es persona natural menor de 50 años. De conformidad 

con lo establecido en el artículo 42 de la Ley 1861 de 2017, las personas naturales de 

nacionalidad colombiana deberán tener definida su situación militar como requisito para la 

celebración de contratos con cualquier entidad de derecho público. En consecuencia, de no 

presentarlo, el Distrito verificará el estado de la situación militar de la persona natural de 

nacionalidad colombiana que presente oferta a título individual o como miembro de una 

forma asociativa. 

 

10.1.12. GARANTÍA DE SERIEDAD DE LA OFERTA. 

El Proponente debe presentar de manera simultánea con la propuesta, so pena de rechazo, 

una Garantía de seriedad de la Oferta, a favor de la Alcaldía Distrital de Santa Marta. NIT 

891.780.009-4, que cumpla con los parámetros, condiciones y requisitos que se indican en 

este numeral.  

Cualquier error o imprecisión en el texto de la póliza o cualquier clase de garantía permitida 

por la Ley, será susceptible de aclaración por el proponente o de conformidad con lo 

solicitado por El Distrito de Santa Marta.  

La Oferta deberá incluir la Garantía de seriedad de esta, que deberá amparar los perjuicios 

que se deriven del incumplimiento del ofrecimiento, y asegure la firma, legalización, 

perfeccionamiento y cumplimiento de los requisitos establecidos para el inicio de ejecución 

del Contrato por parte del Adjudicatario, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 1082 de 2015. 



 

 

- Características de las Garantías 

El proponente deberá constituir a favor del Distrito de Santa Marta, una garantía de seriedad 

bajo cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.13 del Decreto 1082 de 

2015 mercantil en garantía, (I) Patrimonio Autónomo; o (II) Garantía Bancaria (III) fiducia 

mercantil. (IV) Contrato de seguro contenido en una póliza. Las garantías deberán ser 

expedidas con estricta sujeción a los requerimientos previstos en el mismo decreto 1082 de 

2015 y lo dispuesto en el Pliego. 

En el caso de personas jurídicas o naturales extranjeras sin domicilio o sucursal en 

Colombia, podrán otorgar como garantías cartas de crédito stand by emitidas en el exterior. 

- Valor Asegurado. 

El Proponente debe constituir a favor de la Alcaldía Distrital de Santa Marta. NIT 

891.780.009-4 una póliza de Seguros a favor de entidades públicas o garantía bancaria, 

expedida por una entidad debidamente constituida y autorizada para funcionar en Colombia 

por una suma equivalente al diez por ciento (10%) del presupuesto oficial, y su vigencia se 

extenderá desde el momento de la presentación de la oferta hasta la aprobación de la 

garantía de cumplimiento.  

- Vigencia 

El periodo de vigencia de la garantía deberá cubrir como mínimo noventa (90) días, 

contados a partir de la presentación de la propuesta. 

En todo caso deberá prorrogarse la vigencia de las garantías cuando el Distrito de Santa 

Marta, resuelva ampliar los plazos previstos para la presentación de Propuestas y/o para la 

evaluación y Adjudicación del Contrato y/o para la suscripción del Contrato. La prórroga 

deberá ser por un plazo igual al de la ampliación o ampliaciones determinadas por el Distrito 

de Santa Marta, siempre que la prórroga no exceda de tres (3) meses. En todo caso, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 2.1.2.3.1.9 del Decreto 1082 de 2015, la misma 

se extenderá desde el momento de presentación de la oferta hasta la aprobación de la 

garantía única de cumplimiento que ampara los riesgos propios de la etapa contractual.   

- Tomador / Afianzado. 

Si el proponente es una persona jurídica, la garantía deberá tomarse con el nombre o razón 

social que figura en el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la 

Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que en el referido 

documento se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa manera.  

Cuando el ofrecimiento sea presentado por consorcio o unión temporal, la garantía deberá 

ser otorgada por todos los integrantes de la estructura plural, para lo cual se deberá 

relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, 

quienes para todos los efectos serán los otorgantes de la misma, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 2.2.1.2.3.1.4 del Decreto 1082 de 2015. 

La garantía de seriedad de las Ofertas no aceptadas será devuelta de conformidad con lo 

establecido en el presente Pliego. 

El Alcaldía Distrital de Santa Marta, hará efectiva la garantía de seriedad de la propuesta 

en los siguientes casos: 

• Por la no ampliación de la vigencia de la garantía de seriedad de la oferta cuando el 

plazo para la adjudicación o para suscribir el contrato es prorrogado, siempre que 

tal prórroga sea inferior a tres (3) meses. 

• El retiro de la oferta después de vencido el plazo fijado para la presentación de las 

ofertas. 



 

 

• La no suscripción del contrato sin justa causa por parte del adjudicatario. 

• La falta de otorgamiento por parte del proponente seleccionado de las garantías 

solicitadas en el contrato. 

La Alcaldía, previa solicitud escrita del oferente, devolverá la garantía de seriedad de la 

oferta, una vez haya sido perfeccionado el contrato respectivo y se hayan aprobado las 

garantías contractuales. 

La Alcaldía, hará efectiva la garantía de seriedad de la propuesta como indemnización por 

perjuicios, sin menoscabo de las acciones legales conducentes al reconocimiento de 

perjuicios causados y no cubiertos por el valor de esta. 

Criterios diferenciales para Mipyme: En virtud del artículo 2.2.1.2.4.2.18. del Decreto 
1082 de 2015 (adicionado por el artículo 3 del Decreto 1860 de 2021), las empresas 
MIPYMES, para el presente proceso y una vez realizado el respectivo análisis por parte del 
Distrito, el cual se señala en el estudio del sector del presente documento, se concluye que 
el único factor diferencial que podría beneficiar directamente a las empresas anteriormente 
indicadas es el referente al valor de la garantía de seriedad de la oferta, considerando que 
frente a los demás criterios que indica la norma, como son, tiempo de experiencia, número 
de contratos requeridos para acreditar la experiencia, e índices de capacidad financiera y 
organizacional, las empresas analizadas cumplen con el requisito general, por lo que 
establecer alguno de ellos como diferencial no constituye un beneficio para este tipo de 
empresas, contraviniendo el objetivo de la norma. 
 

• Para Mipymes; Emprendimientos, Empresas De Mujeres Y los 
emprendimientos y Empresas De Personas Con Discapacidad constituir a favor 
de la Alcaldía Distrital de Santa Marta. NIT 891.780.009-4, una póliza de Seguros a 
favor de entidades públicas o garantía bancaria, expedida por una entidad 
debidamente constituida y autorizada para funcionar en Colombia por una suma 
equivalente al diez por ciento (10%) del presupuesto oficial, y su vigencia se 
extenderá desde el momento de la presentación de la oferta hasta la aprobación de 
la garantía de cumplimiento. El periodo de vigencia de la garantía deberá cubrir 
como mínimo noventa (90) días, contados a partir de la presentación de la 
propuesta. En proponentes plurales aplica cuando se acredite que por lo menos uno 
de sus integrantes es una Mipymes; Emprendimientos y Empresas De Mujeres; 
Emprendimientos y Empresas De Personas Con Discapacidad. 

• Para el resto de proponentes: constituir a favor de la Alcaldía Distrital de Santa 
Marta. NIT 891.780.009-4, una póliza de Seguros a favor de entidades públicas o 
garantía bancaria, expedida por una entidad debidamente constituida y autorizada 
para funcionar en Colombia por una suma equivalente al doce por ciento (12%) 
del presupuesto oficial, y su vigencia se extenderá desde el momento de la 
presentación de la oferta hasta la aprobación de la garantía de cumplimiento. El 
periodo de vigencia de la garantía deberá cubrir como mínimo noventa (90) días, 
contados a partir de la presentación de la propuesta. 

 
En todo caso deberá prorrogarse la vigencia de las garantías cuando el Distrito de Santa 
Marta, resuelva ampliar los plazos previstos para la presentación de Propuestas y/o para la 
evaluación y Adjudicación del Contrato y/o para la suscripción del Contrato. La prórroga 
deberá ser por un plazo igual al de la ampliación o ampliaciones determinadas por El Distrito 
de Santa Marta, siempre que la prórroga no exceda de tres (3) meses. En todo caso, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 2.1.2.3.1.9 del Decreto 1082 de 2015, la misma 
se extenderá desde el momento de presentación de la oferta hasta la aprobación de la 
garantía única de cumplimiento que ampara los riesgos propios de la etapa contractual. 
 
10.1.11. COMPROMISO ANTICORRUPCIÓN (Formato 2). 

Los Proponentes deben suscribir COMPROMISO ANTICORRUPCIÓN PERSONA 

JURÍDICA o COMPROMISO ANTICORRUPCIÓN PERSONA NATURAL, según 



 

 

corresponda en el cual manifiestan su apoyo irrestricto a los esfuerzos del Estado 

Colombiano contra la corrupción. 

Si se comprueba el incumplimiento del Proponente, sus empleados, representantes, 

asesores o de cualquier otra persona que en el Proceso de Contratación actúe en su 

nombre, es causal suficiente para el rechazo de la Oferta o para la terminación anticipada 

del contrato, si el incumplimiento ocurre con posterioridad a la adjudicación de este, sin 

perjuicio de que tal incumplimiento tenga consecuencias adicionales. 

Para Oferentes Plurales, este compromiso debe ser suscrito por cada uno de los 

representantes legales integrantes de la estructura plural. 

 

10.1.12. CONSULTA AL REGISTRO DE DEUDORES ALIMENTARIOS MOROSOS 

– REDAM.  

El proponente, persona natural, deberá anexar el certificado de la consulta de deudores 

alimentarios REDAM. En caso de proponente persona jurídica deberá anexar el certificado 

de consulta de su representante legal. Para los proponentes plurales deberá anexar 

certificado de consulta de cada uno de los representantes que lo conforman. Lo anterior, 

teniendo en cuenta que el Registro de Deudores Alimentarios Morosos – REDAM es un 

mecanismo de control para garantizar el cumplimiento de las obligaciones alimentarias en 

todo el territorio nacional, y que una de sus consecuencias, es que impide o inhabilita a la 

persona para la celebración de contratos con el Estado, por lo que los proponentes deberán 

realizar la consulta del certificado de deudores alimentarios REDAM a través del link 

https://www.redam.gov.co/ 

10.1.13. AUTORIZACIÓN TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES (Formato 3). 

El proponente deberá adjuntar con su propuesta “Autorización Tratamiento de Datos 

Personales” suscrito por el Representante Legal. En caso de estructuras plurales, deberá 

ser firmado por cada uno de los representantes legales. 

10.1.14. CONTROL PREVENTIVO DE LAS PRÁCTICAS COLUSIVAS (Formato 4). 

La Alcaldía en el marco de los principios de la contratación pública y con el objeto de 

minimizarlos riesgos de colusión entre proponentes en los procesos de selección, adopta 

las prácticas que promueven la participación trasparente y competitiva de los proponentes 

en las distintas modalidades de procesos públicos. 

Según Io previsto en la Ley 155 de 1959, en el Decreto 2153 de 1992, en la Ley 1340 de 

2009, en el Decreto 4886 de 2011 y en especial por la dispuesto en el artículo 27 de la Ley 

1474 de 2011, el proponente deberá diligenciar el formato “CERTIFICADO DE 

PARTICIPACIÓN INDEPENDIENTE DEL PROPONENTE”, en dónde expresa de forma 

clara su compromiso de no ejercer practicas colusorias o restrictivas de la Competencia. 

10.1.15 ACREDITACIÓN DE CONDICIÓN DE MIPYME. 

INCORPORACIÓN DE CRITERIOS DIFERENCIALES PARA MIPYME Y/O 
EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE MUJERES EN EL SISTEMA DE COMPRAS 
PÚBLICAS  
 
Según lo contemplado en los artículos 2.2.1.2.4.2.15 y 2.2.1.2.4.2.18 del Decreto 1082 de 
2015 (Adicionados por el artículo 3 del Decreto 1860 del 24 de diciembre de 2021) , en los 
procesos de licitación pública, selección abreviada de menor cuantía por subasta inversa y 
concurso de méritos, así como en los procesos competitivos que adelanten las Entidades 
Estatales no sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, 
las Entidades incluirán condiciones habilitantes para incentivar los emprendimientos y 
empresas de mujeres con domicilio en el territorio nacional.  

https://www.redam.gov.co/


 

 

Del mismo modo y de acuerdo con el numeral 1 del artículo 12 de la Ley 590 de 2000, 
según los resultados del análisis del sector, las Entidades Estatales indistintamente de su 
régimen de contratación (…) establecerán condiciones habilitantes diferenciales que 
promuevan y faciliten la participación en los procedimientos de selección competitivos de 
las Mipyme domiciliadas en Colombia.  
Así las cosas, para ambos casos, la norma exige que los documentos del Proceso 
incorporen requisitos habilitantes diferenciales relacionados con alguno o algunos de los 
siguientes aspectos:  
1. Tiempo de experiencia.  
2. Número de contratos para la acreditación de la experiencia.  
3. Índices de capacidad financiera.  
4. Índices de capacidad organizacional.  
5. Valor de la garantía de seriedad de la oferta.  
 

En ese sentido, el Distrito de Santa Marta incorpora en el presente proceso como criterio 
diferencial emprendimientos y empresas de mujeres en el sistema de compras públicas y 
para mipymes, el valor de la garantía de la seriedad de la oferta estableciendo condiciones 
más exigentes sobre ese criterio en particular, para los demás proponentes que concurran 
al proceso de selección que no sean empresas o emprendimientos de mujeres o Mipyme.  
 
INCORPORACIÓN DE CRITERIOS DIFERENCIALES PARA EMPRENDIMIENTOS Y 
EMPRESAS DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.  
 
De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 0287 de 2026, por medio del cual se 
establecen medidas para la inclusión de personas con discapacidad en el sistema de 
compras públicas, las entidades estatales deberán incorporar criterios habilitantes 
diferenciales en los procesos de selección abreviada, con el fin de promover la participación 
de emprendimientos y empresas de personas con discapacidad. En ese sentido, el Distrito 
Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, en el marco del presente proceso de 
selección abreviada de menor cuantía por subasta inversa  y atendiendo la naturaleza del 
objeto contractual, considera viable la incorporación de medidas diferenciales que no 
comprometen la adecuada ejecución del contrato.  
 
Se entenderá como emprendimientos y empresas de personas con discapacidad, aquellos 
que cumplan con alguna e las siguientes condiciones:  
 
1) Personas naturales con discapacidad que ejerzan una profesión liberal. Esta 
circunstancia se acreditará mediante la copia de cedula de ciudadanía, la cedula de 
extranjería o el pasaporte, el certificado de discapacidad expedido de acuerdo con la 
normativa del Ministerio de Salud y Protección Social, así coma el título profesional 
correspondiente.  
 
2) Personas naturales con discapacidad que hayan realizado actividades comerciales a 
través de un establecimiento de comercio, durante al menos el ultimo año anterior a la fecha 
de cierre del proceso de selección. Esta circunstancia se acreditará mediante la copia de 
cedula de ciudadanía, la cedula de extranjera o el pasaporte, el certificado de discapacidad 
expedido de acuerdo con la normativa del Ministerio de Salud y Protección Social, así coma 
la copia del registro mercantil.  
 
3) Personas jurídicas donde más del cincuenta por ciento (50%) de sus acciones, partes de 
interés o cuotas de participación pertenezcan a personas con discapacidad y las derechos 
de propiedad hayan pertenecido a estas durante al menos el ultimo año anterior a la fecha 
de cierre del Proceso de Selección.  
 
La circunstancia de la propiedad de la persona jurídica se acreditará mediante certificación 
expedida por el representante legal y el revisor fiscal, cuando exista, de acuerdo con las 
requerimientos de ley o, el contador, donde conste la distribución de las derechos en la 
sociedad y el tiempo en el que las personas con discapacidad han mantenido su 
participación. Adicionalmente se debe adjuntar la copia de cedula de ciudadanía, la cedula 
de extranjera o el pasaporte, el certificado de discapacidad expedido de acuerdo con la 



 

 

normativa del Ministerio de Salud y Protección Social, así como la copia del certificado de 
existencia y representación legal.  
 
4) Personas jurídicas que tengan vinculadas laboralmente al menos una persona con discapacidad 
en empleos del nivel directivo de la empresa durante al menos el ultimo año anterior a la fecha de 
cierre del Proceso de Selección en el mismo cargo u otro del mismo nivel.  

 
Por otra parte, se entenderá como empleos del nivel directivo aquellos cuyas funciones 
están relacionadas con la dirección de áreas misionales de la empresa y la toma de 
decisiones a nivel estratégico. En este sentido, serán cargos de nivel directivo los que 
dentro de la organización de la empresa se encuentran ubicados en un nivel de mando o 
los que por su jerarquía desempeñan cargos encaminados al cumplimiento de funciones 
orientadas a representar al empleador.  
 
Esta circunstancia se acreditará mediante certificación expedida por el representante legal 
y el revisor fiscal, cuando exista de acuerdo con los requerimientos de ley, o el contador, 
donde se señale de manera detallada las personas con discapacidad que ocupan cargos 
de nivel directivo del proponente y el tiempo de vinculación.  
 
La certificación deberá relacionar el nombre completo y el número de documento de 
identidad de las personas con discapacidad que ocupan cargos de nivel directivo del 
proponente. Como soporte, se anexará copia de los respectivos documentos de identidad, 
copia de los contratos de trabajo o certificación laboral con las funciones, así como el 
certificado de aportes a seguridad social del último año en el que se demuestren los pagos 
realizados por el empleador, y el certificado de discapacidad expedido de acuerdo con la 
normativa del Ministerio de Salud y Protección Social.  
 
Respecto de los incentivos contractuales para los emprendimientos y empresas de 
personas con discapacidad, las certificaciones de que trata el presente artículo deben 
expedirse bajo la gravedad de juramento con una fecha de máxima treinta (30) días 
calendario anteriores a la prevista para el cierre del procedimiento de selección.  
 
En consecuencia, se establece como criterio habilitante diferencial para emprendimientos 
y empresas de personas con discapacidad descrito en el punto de los criterios diferenciales 
en la garantía de la seriedad de la oferta. 
 
10.1.15 11.3.20 HOJA DE VIDA EN FORMATO ÚNICO  

El oferente debe aportar el formato de Hoja de Vida de la función pública para persona 

jurídica, el cual debe estar diligenciado y firmado.  

10.2. REQUISITOS TÉCNICOS MÍNIMOS HABILITANTES. 

El Distrito, procederá a verificar las propuestas para determinar si cumplen o no cumplen 

con todos y cada uno de los requisitos establecidos en las normas legales pertinentes y en 

el pliego de condiciones, para lo cual tendrá en cuenta la documentación aportada o 

relacionada por los proponentes. 

Atendiendo el objeto y alcance a contratar, es necesario para la Alcaldía, verificar que los 

proponentes que presenten oferta cuenten con los requisitos técnicos y de experiencia 

exigidos en el pliego para la debida ejecución del contrato. En consideración, deberán 

cumplir con lo contemplado en las especificaciones técnicas y el alcance lo cual se tendrá 

en cuenta como requisito indispensable para verificar la propuesta. El incumplimiento de 

esta exigencia dará trámite a declarar la propuesta como NO HABILITADA. 

10.2.1. EXPERIENCIA (Formato 5). 

Teniendo en cuenta que la experiencia es el conocimiento del proponente derivado de su 

participación previa en actividades iguales o similares a las previstas en el objeto del 

contrato, en el proceso a adelantar se exigirá que el proponente acredite experiencia en 

ejecución de contratos cuyo objeto, obligaciones, alcance o condiciones sean iguales o 



 

 

contengan, el objeto del presente proceso y, adicionalmente que den cuenta de la idoneidad 

medida a través del valor de los contratos que haya ejecutado, para lo cual será necesario 

solicita información adicional conforme a los establecido en el inciso 3 del artículo 22 de la 

Ley 80 de 1993, subrogado por el artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 y modificado por el 

artículo 221 del Decreto 0019 de 2012, que señala: “No obstante lo anterior, sólo 

aquellos casos en que las características del objeto a contratar se requiera la 

verificación de requisito del proponente adicionales a los contenidos en el registro, 

la entidad podrá hacer tal verificación en forma directa” (Negrilla y Subrayado fuera 

de texto). 

10.2.1.1 EXPERIENCIA  

Las personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, así como los 

proponentes plurales interesados en participar en el presente proceso de selección, 

deberán acreditar experiencia mediante un máximo de dos (2) contratos, ejecutados 

y terminados antes de la fecha de cierre del presente proceso de selección 

celebrados con entidades públicas o privadas, cuyo objeto sea relacionado al del 

contrato y cuyo alcance o actividades ejecutadas se encuentren la adquisición de 

vehículos tipo vans y tipo panel.  

Los contratos aportados deberán permitir verificar experiencia especifica con el 

suministro, venta o comercialización de vehículos automotores requeridos 

acreditando que dentro de estos hayan comprendido actividades relacionadas con 

la instalación de equipos, accesorios, adecuaciones, transformaciones o 

características especiales 

Que el valor ejecutado de cada uno de los contratos aportados para acreditar la 

experiencia deberá ser igual o superior al porcentaje del presupuesto oficial que 

determine la Entidad, expresado en Salarios Mínimos Mensuales Legales Vigentes 

(SMMLV), tomando como referencia el salario mínimo vigente a la fecha de apertura 

del proceso. 

Los dos (02) contratos aportados deberán encontrarse inscritos en el Registro Único 

de Proponentes – RUP y registrados los siguientes códigos del Clasificador de 

Bienes y Servicios de Naciones Unidas – UNSPSC, relacionados con el objeto del 

presente proceso: 

Código 
UNSPSC 

Segmento Familia Clase 

251015 Vehículos comerciales, 
militares y particulares, 
accesorios y componentes 

Vehículos 
de motor 

Vehículos de 
pasajeros 

251015 Vehículos comerciales, 
militares y particulares, 
accesorios y componentes 

Vehículos 
de motor 

Vehículos de 
pasajeros 

251019 
 

Vehículos Comerciales, 
Militares y Particulares, 
Accesorios y Componentes 

Vehículos 
de motor 

Vehículos 
especializados o 
de recreo 

 

Parágrafo 1° : En los casos en que se presente Uniones Temporales o Consorcios, 

la experiencia podrá ser sumada entre sus integrantes, sin embargo, esta podrá ser 

acreditada en su totalidad por cualquiera de sus miembros. 

Si la certificación incluye varios contratos se deberán indicar los requisitos aquí 

exigidos para cada uno de ellos. Se acepta como equivalente a la certificación de 

experiencia, copia del acta de liquidación y/o acta de terminación y/o acta de recibo 



 

 

final, siempre que se acompañen con el respectiva contrato u Orden de Compra, si 

de ellos se extracta la información requerida, la cual es: 

a. Identificación de cada uno de los contratos. 
b. Nombre o razón social del contratante. 
c. Nombre o razón social del contratista. 
d. Objeto del contrato. 
e. Fecha de inicio y fecha de terminación final 
f. Cuantía o valor del contrato. 
g. La certificación debe venir debidamente suscrita por la persona facultada para 

expedir dicho documento. 
h. Si la certificación incluye varios contratos, se deberán indicar los requisitos 

aquí exigidos para cada uno de ellos y se ponderará por contrato suscrito 
relacionado. 

i. Si la certificación incluye el contrato principal con sus adiciones, se entenderá 
como un solo contrato certificado. 

j. Porcentaje del valor del contrato que ejecutó como miembro de un consorcio, 
unión temporal, sociedad de objeto único, empresa unipersonal o sociedades 
en general (si es el caso). 

k. Si se llegaren a presentar certificaciones de origen extranjero estas deberán 
cumplir con alguno de los siguientes aspectos: a) Apostillaje o b) 
Consularización y Legalización, según corresponda 

 
Cuando el proponente aporte certificaciones de contratos ejecutados en los cuales 
participó en Uniones Temporales o Consorcios, se le acreditará la experiencia de 
acuerdo con el porcentaje de participación del integrante en el respectivo Consorcio 
o Unión Temporal, según se indique en las mismas, o en el contrato ejecutado o en 
el documento de conformación de la forma asociativa. 
 
No se aceptan auto certificaciones, ni cuentas de cobro no certificaciones expedidas 

por el o los otros miembros del Consorcio o Uniones Temporales. El Distrito se 

reserva el derecho de verificar durante la evaluación y hasta la adjudicación la 

información y solicitará los soportes que considera convenientes tales como: copia 

del contrato, actas de liquidación entre otros documentos. 

Se tendrán en cuenta para la verificación aquellas certificaciones que reúnan la 

totalidad de los requisitos exigidos en el Pliego de Condiciones. No obstante, lo 

anterior, el Distrito podrá verificar la información contenida y podrá solicitar 

aclaraciones cobre los datos consignados en las certificaciones.  

El proponente debe relacionar en el FORMATO No. 5 “RELACIÓN DE 

CONTRATOS REGISTRADOS EN EL RUP”, los contratos inscritos en el RUP – 

Registro único de Proponentes a tenerse en cuenta para la verificación del requisito 

habilitante de experiencia y aportar la documentación complementaria que no se 

encuentra contenida en el RUP. 

Las personas naturales o jurídicas extranjeras sin domicilio o sucursal en Colombia 

deberán indicar los códigos de clasificación relacionados con los bienes, obras o 

servicios ejecutados con alguno de los documentos válidos establecidos en el pliego 

de condiciones para cada uno de los contratos aportados para la acreditación de la 

experiencia requerida. En el evento en el que dichos documentos no incluyan los 

códigos de clasificación, el representante legal del proponente deberá incluirlos en 

el Formato 5 – Experiencia. 

 



 

 

10.2.2. ACEPTACIÓN DE LA FICHA TÉCNICA. 

El proponente deberá manifestar de manera clara, expresa e inequívoca, dentro de 

su propuesta, que conoce, acepta y se obliga a cumplir integralmente las 
condiciones, características, especificaciones técnicas, adecuaciones especiales, 
equipos, accesorios y demás requisitos establecidos en la Ficha Técnica del presente 
proceso para los dos (2) vehículos objeto de adquisición. 

Para tal efecto, deberá diligenciar, suscribir y presentar el Formato de Aceptación de 
la Ficha Técnica dispuesto por la Entidad y publicado dentro de los documentos del 
proceso en la plataforma SECOP II, mediante el cual manifieste expresamente su 
compromiso de suministrar los vehículos de conformidad con la totalidad de las 
condiciones y especificaciones técnicas exigidas. 

Así mismo, el proponente deberá diligenciar y presentar el Anexo de Especificaciones 
Técnicas de los Vehículos, en el formato establecido por la Entidad, identificando 
claramente los dos (2) vehículos ofertados y señalando, para cada uno de ellos, el 
cumplimiento de las especificaciones técnicas, características y adecuaciones 
especiales requeridas. 

El proponente deberá adjuntar al referido Anexo imágenes o material fotográfico de 
los vehículos ofertados, que permitan identificar de manera clara el tipo, 
configuración y características generales de los vehículos objeto de la oferta. 

Las imágenes aportadas tendrán carácter ilustrativo y de identificación del vehículo 
ofertado y no sustituirán los documentos, certificaciones, fichas, manuales, 
declaraciones, garantías o demás soportes documentales expresamente exigidos en 
la Ficha Técnica para acreditar el cumplimiento de los requisitos correspondientes. 

En consecuencia, la propuesta deberá contener la totalidad de los documentos y 
soportes exigidos en la Ficha Técnica, de acuerdo con la naturaleza de cada 
requisito, y el proponente será responsable de acreditar el cumplimiento de las 
condiciones técnicas exigidas para los dos (2) vehículos ofertados. 

10.3. REQUISITOS FINANCIEROS HABILITANTES. 

Para la evaluación de la capacidad financiera del proponente, se tendrá en cuenta 

únicamente la información consignada en el Registro Único de Proponentes de la Cámara 

de Comercio (RUP) con la información financiera actualizada al 31 de diciembre de 2025, 

que se encuentre en firme a la fecha de CIERRE de la presente Selección abreviada. 

Para los consorcios, uniones temporales u otra forma asociativa, cada uno de sus 

integrantes deberá aportar el Registro Único de Proponentes de la cámara de comercio 

respectiva (RUP) que se encuentre EN FIRME a la fecha del CIERRE de la presente 

Selección abreviada.  

La Alcaldía efectuó el análisis para establecer los indicadores de capacidad financiera a 

verificar, de acuerdo con la obligación prevista en el artículo 6º de la Ley 1150 de 2007, 

modificado por el artículo 221 del Decreto Ley 19 de 2012, así mismo lo establecido en los 

artículos 2.2.1.1.1.5.3, y 2.2.1.1.1.5.6 numeral 3 y 4 Decreto 1082 de 2015, y definió los 

índices de capacidad financiera aplicables a este proceso así. 

La información financiera debe ser presentada en moneda legal colombiana, por ser esta 

la Unidad de cuenta contable por expresa disposición legal, de conformidad con los 

Artículos 50 y 51 del Decreto 2649 de 1993. Se hará la verificación financiera de cada una 

de las propuestas, la cual no otorgará puntaje y como resultado de esta se decidirá sobre 

la declaratoria de HÁBIL o NO HÁBIL. Los proponentes deberán cumplir con los siguientes 

índices financieros:  



 

 

 

 

10.3.1 INDICADORES DE CAPACIDAD FINANCIEROS  

Indicador Requisito establecido 

Índice de Liquidez Mayor o igual a 5,00 

Nivel de Endeudamiento Menor o igual al 40 % 

Razón de Cobertura de Intereses Mayor o igual a 8,00 

 

Si el proponente es un consorcio, unión temporal o promesa de sociedad futura 

debe cumplir su capacidad financiera de acuerdo con la suma de los componentes 

por el porcentaje de participación: En esta opción cada uno de los integrantes del 

oferente aporta al valor total de cada componente del indicador por el porcentaje de 

participación.3 

(𝑖𝑖𝑖)𝐼𝑛𝑑𝑖𝑐𝑎𝑑𝑜𝑟

=
(∑ 𝐶𝑜𝑚𝑝𝑜𝑛𝑒𝑛𝑡𝑒 1 𝑑𝑒𝑙 𝑖𝑛𝑑𝑖𝑐𝑎𝑑𝑜𝑟 𝑖 𝑥 𝑝𝑜𝑟𝑐𝑒𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑑𝑒 𝑝𝑎𝑟𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑎𝑐𝑖ó𝑛 𝑖)𝑛

𝑖=1

(∑ 𝐶𝑜𝑚𝑝𝑜𝑛𝑒𝑛𝑡𝑒 2 𝑑𝑒𝑙 𝑖𝑛𝑑𝑖𝑐𝑎𝑑𝑜𝑟 𝑖 𝑥 𝑝𝑜𝑟𝑐𝑒𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑑𝑒 𝑝𝑎𝑟𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑎𝑐𝑖ó𝑛 𝑖)𝑛
𝑖=1

 

Donde n es el número de integrantes del oferente plural (unión temporal, consorcio 

o promesa de sociedad futura). Para mayor claridad en la fórmula anterior, por favor 

observar “Manual para determinar90101800 y verificar los requisitos habilitantes en 

los procesos de contratación” que se halla publicado en la página de Colombia 

Compra Eficiente.  

Nota 1. A los Proponentes individuales cuyos índices de razón de cobertura de 

intereses, sean indefinidos por ser el cero el número divisor, se les tendrá por 

cumplido el valor del índice exigido por la administración; Es decir, siempre que el 

Gasto de interés se encuentre en cero (0).  

Nota 2. A los Proponentes plurales, cuyos miembros tengan índices indefinidos de 

Razón de cobertura de intereses, por involucrar uno, varios o todos ellos, un cero 

(0) en la operación para calcularlos, se les tendrá por cumplido el valor del índice 

exigido por la administración, siempre que la suma simple de los dividendos del 

indicador de los integrantes del proponente sea un valor igual o superior al 

presupuesto oficial. 

Cuando el proponente no cumpla con los rangos aceptables de los indicadores 

financieros establecidos, la propuesta será evaluada como NO CUMPLE 

FINANCIERAMENTE, lo que la inhabilitará para seguir siendo evaluada. 

10.3.2 Indicadores de capacidad organizacional. 

INDICADOR ÍNDICE REQUERIDO 

Rentabilidad del 

patrimonio 
Mayor o igual al 20 % 

Rentabilidad del activo Mayor o igual al 10 % 

 
3Ver Manual para la determinación y verificación de requisitos habilitantes en procesos de contratación. 



 

 

Si el Proponente es un consorcio, unión temporal o promesa de sociedad futura 

debe cumplir su capacidad financiera de acuerdo con la suma de los componentes 

por el porcentaje de participación: En esta opción cada uno de los integrantes del 

oferente aporta al valor total de cada componente del indicador por el porcentaje de 

participación.4 

(𝑖𝑖𝑖)𝐼𝑛𝑑𝑖𝑐𝑎𝑑𝑜𝑟

=
(∑ 𝐶𝑜𝑚𝑝𝑜𝑛𝑒𝑛𝑡𝑒 1 𝑑𝑒𝑙 𝑖𝑛𝑑𝑖𝑐𝑎𝑑𝑜𝑟 𝑖 𝑥 𝑝𝑜𝑟𝑐𝑒𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑑𝑒 𝑝𝑎𝑟𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑎𝑐𝑖ó𝑛 𝑖)𝑛

𝑖=1

(∑ 𝐶𝑜𝑚𝑝𝑜𝑛𝑒𝑛𝑡𝑒 2 𝑑𝑒𝑙 𝑖𝑛𝑑𝑖𝑐𝑎𝑑𝑜𝑟 𝑖 𝑥 𝑝𝑜𝑟𝑐𝑒𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑑𝑒 𝑝𝑎𝑟𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑎𝑐𝑖ó𝑛 𝑖)𝑛
𝑖=1

 

Donde es el número de integrantes del oferente plural (unión temporal, consorcio o 

promesa de sociedad futura). 

Para mayor claridad en la fórmula anterior, por favor observar “Manual para 

determinar y verificar los requisitos habilitantes en los procesos de contratación” que 

se halla publicado en la página de Colombia Compra Eficiente.  

Cuando el proponente no cumpla con los rangos aceptables de los indicadores de 

capacidad organizacional establecidos, la propuesta será evaluada como NO 

CUMPLE NO CAPACIDAD ORGANIZACIONAL, lo que la inhabilitará para seguir 

siendo evaluada. 

• Información financiera para proponentes extranjeros.  

Para este aspecto la “Guía para la participación de proveedores extranjeros en 

proceso de contratación”, G-PPEPC-01, emitida por Colombia compra Eficiente 

Establece que: 

Los proveedores extranjeros deben presentar los estados financieros del año 

inmediatamente anterior, debidamente auditados en las condiciones definidas en 

los pliegos de condiciones, que deben contener los elementos para hacer la 

conversión de los estados financieros que fueron expedidos en moneda extranjera.  

Cuando, de acuerdo con las normas aplicables, los proveedores extranjeros 

“aprueben sus estados financieros auditados con corte a 31 de diciembre en un 

fecha posterior al quinto día hábil del mes de abril, pueden presentar sus estados 

financieros a 31 de diciembre suscritos por el representante legal junto con un pre 

informe de auditoría en el cual el auditor o el revisor fiscal certifique que: (a) la 

información financiera presentada a la Entidad Estatal es la entregada al auditor o 

revisor fiscal para cumplir su función de auditoría; y (b) el proponente en forma 

regular y para ejercicios contables anteriores ha adoptado normas y principios de 

contabilidad generalmente aceptados para preparar su información y estados 

financieros. (…). Esta información debe ser actualizada llegada la fecha máxima de 

actualización de acuerdo con la legislación del país de origen”. 

10 TRASLADO DEL INFORME DE EVALUACIÓN DE LOS REQUISITOS 

HABILITANTES. 

Los Proponentes podrán consultar el informe de evaluación y presentar sus observaciones 

al mismo en el lugar y dentro del plazo y horario establecidos en el “Cronograma De 

Actividades Del Proceso”  

Dentro del término y horario establecidos en el “Cronograma De Actividades Del Proceso”, 

procederán los proponentes que así sean requeridos a aportar los documentos solicitados, 

mediante la plataforma SECOP II, a fin de subsanar sus propuestas; después de trascurrido 

 
4Ver Manual para la determinación y verificación de requisitos habilitantes en procesos de contratación. 



 

 

este plazo, NO serán aceptados documentos toda vez que según se establece en el 

numeral 1° del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, los términos que establezca la Alcaldía 

para el desarrollo del proceso, son preclusivos y perentorios.  

En ejercicio de su derecho a subsanar la propuesta, los proponentes no podrán completar, 

adicionar, modificar o mejorar sus propuestas, esto en concordancia con lo establecido en 

el numeral 8° del artículo 30 de la Ley 80 de 1993.  

Las observaciones al informe de evaluación se deberán publicar en el proceso de la plata 

forma SECOP II, en el plazo indicado en el “Cronograma del Proceso”. Las observaciones 

al informe de evaluación presentadas en oportunidad serán resueltas por parte de la 

Alcaldía en el plazo establecido en el cronograma. 

11 OFERTA MÁS FAVORABLE. 

Sólo se habilitarán las ofertas que cumplan en su capacidad jurídica, técnica y financiera, y 
cumplan con la ficha y condiciones técnicas mínimas exigidas en el pliego de condiciones, 
adendas y los anexos correspondientes. 
 
De conformidad con el numeral 3 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 reglamentado por 
el Decreto 1082 de 2015, en las contrataciones cuyo objeto sea la adquisición o suministro 
de bienes y servicios de características técnicas uniformes y común utilización, las 
entidades estatales incluirán como único factor de evaluación el menor precio ofrecido. De 
igual forma, el artículo 2.2.1.2.1.2.2. del Decreto 1082 de 2015, indica que, en la selección 
abreviada, para la adquisición de bienes y servicios de características técnicas uniformes y 
de común utilización, la oferta más favorable para la entidad será aquella con el menor 
precio.  
 
También el numeral 9 del artículo 2.2.1.2.1.2.2. del mismo Decreto manifiesta que si al 
terminar la subasta inversa hay empate, la entidad estatal debe seleccionar al oferente que 
presentó el menor precio inicial. En caso de persistir el empate la entidad estatal debe 
aplicar las reglas del numeral 1 al 5 del artículo 2.2.1.1.2.2.9. Del presente decreto.  
 
En atención a las disposiciones normativas anteriores, EL MENOR PRECIO será el factor 
que permitirá identificar la oferta más favorable para el Distrito, y por ende, el factor de 
selección del contratista.  
 
En todo caso, el valor total del anexo debe ser el mismo que se señaló como oferta en la 
plataforma del SECOP II, y si existiera discrepancia entre dichos valores prevalecerá el 
valor ofertado en la plataforma.  
 
Los errores u omisiones en la estimación del valor no darán lugar a modificaciones 
posteriores del precio ofrecido, el proponente deberá asumir los costos adicionales que su 
omisión o error le ocasione para cumplir con su ofrecimiento. 
 
12.1. OFERTA ECONÓMICA– (Formato 6). 

OFERTA INICIAL DE PRECIO:  

Los proponentes deberán diligenciar la propuesta económica en el cuestionario de 

propuesta económica SOBRE 2 ECONÓMICO dispuesto para que presente oferta y 

disponible en la plataforma SECOP II, el cual se abrirá el día dispuesto en el cronograma 

electrónico del proceso. Una vez abierto, el Comité Asesor Evaluador efectuará la 

verificación aritmética y determinará la menor oferta económica para establecer el precio 

de arranque en el evento de lances en desarrollo de la subasta inversa. La(s) propuesta(s) 

deberá(n) estar diligenciada(s) de forma completa, una vez verificada(s) y corregida(s), sin 

que su valor sobrepase el presupuesto oficial establecido (Segmento) ni el precio de cada 

ítem y/o los precios unitarios establecidos por el Distrito.  



 

 

Los valores propuestos deberán contemplar todos los costos directos e indirectos, para los 

cuales incurra el proponente para la correcta ejecución del objeto de la presente 

contratación.  

Cualquier error u omisión no dará lugar a modificar el valor propuesto y el proponente 

favorecido deberá asumir los sobrecostos que esto le ocasione. 

Los precios contenidos en la propuesta NO ESTÁN SUJETOS A REAJUSTE ALGUNO, 

por tal razón, el proponente deberá tener en cuenta en el momento de la elaboración de 

estos, los posibles incrementos.  

Nota 1. Con el fin de dar cumplimiento a la Resolución 354 de septiembre 5 de 2007, de la 

Contaduría General de la Nación para la presentación de la oferta económica en el Anexo 

económico, no se deben utilizar centavos; por lo tanto, el valor unitario y el valor total de la 

propuesta económica deben presentarse en números enteros.  

En el evento que la propuesta económica se allegue con decimales, estos se deberán 

aproximar al múltiplo de peso más cercano (de 050 centavos en adelante) o defecto (hasta 

0.49 centavos) y sobre el valor aproximado se realizará la evaluación de la propuesta 

económica.  

De conformidad con lo establecido en el Estatuto Tributario, deberá incluirse en la propuesta 

el valor del IVA, cuando a ello hubiere lugar.  

El proponente no deberá registrar en la plataforma centavos. Los valores unitarios 

registrados en la plataforma deberán aproximarse por exceso o por defecto al entero más 

cercano así: (i) si es superior a 50 centavos, se aproxima al entero siguiente; (ii) si es inferior 

a 50 centavos se baja al entero anterior y (iii) si es 50 centavos, el oferente deberá 

aproximarlo al entero superior o al inferior que él decida. En todo caso, si la cifra no está 

aproximada y aparece con 50 centavos, el Distrito aproximará al entero inferior. (Nota: Para 

evitar inconvenientes de decimales, se sugiere aplicar en Excel la fórmula “REDONDEAR”). 

En general, el proponente deberá considerar al momento de formular su propuesta 

económica la totalidad de las condiciones exigidas por la Entidad.  

Si se presenta alguna discrepancia entre las cantidades expresadas en letras y números, 

prevalecerán las cantidades expresadas en letras.  

Nota 2. De conformidad con lo establecido en el artículo 6° del parágrafo 3° de la ley 2010 

de 2018, contenido en el artículo 437 del Estatuto Tributario, “para la celebración de 

contratos de venta de bienes y/o prestación de servicios gravados por cuantía individual y 

superior a 3.500 UVT, estas personas deberán inscribirse previamente como responsables 

del impuesto sobre las ventas -IVA, formalidad que deberá exigirse por el contratista para 

la procedencia de costos y deducciones. Lo anterior también será aplicable cuando un 

mismo contratista celebre varios contratos que superen la suma de 3.500 UVT” (Valor 

UVT=2022= $38.004).  

La anterior norma es de obligatorio cumplimiento, por lo tanto, el proponente deberá tener 

en cuenta el IVA al momento de participar en procesos de selección, de lo contrario deberá 

asumir el IVA si su oferta fue igual o superior a los $133.014.000 pesos. De igual forma 

aplica para los contratos por valor inferior que sean adicionados.  

El proponente seleccionado debe tener en cuenta que si en el desarrollo del contrato su 

régimen del impuesto a las ventas cambia de no responsable a responsable deberá asumir 

el impuesto a las ventas que tenga la obligación a facturar.  

La propuesta debe presentarse en pesos colombianos.  

El proponente que haya presentado el lance válido más bajo y previo a la adjudicación, 

dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la realización del evento de subasta inversa 

electrónica, deberá ajustar su propuesta económica, aplicando para cada ítem y de manera 



 

 

uniforme el porcentaje de ahorro obtenido por el Distrito en dicho evento, con el fin de 

determinar el precio final unitario a pagar, de acuerdo a los servicios requeridos por parte 

del Distrito.  

Nota 1- Ahorro: Indica el ahorro en pesos y porcentaje que representa el lance del 

Proponente con respecto al precio base de la Subasta Inversa electrónica.  

Nota 2 - Precio Base o precio de arranque: Será la menor oferta económica seleccionada 

de entre las ofrecidas por los Proponentes que resulten habilitados para participar en el 

Evento de Subasta inversa electrónica. 

En la plataforma transaccional SECOP II, en el cuestionario del proceso y en lo que respecta 

a la oferta económica, el proponente deberá, en la pregunta que corresponde al anexo, 

anexar el formato de oferta económica (Anexo No. 5) del pliego de condiciones. Y el 

cuestionario de propuesta económica sobre 2 Económico que hace referencia a lista de 

precios, deberá diligenciar el valor total de su propuesta dispuesta pa los que presente 

oferta. De igual manera en los lances que se realicen con ocasión de la diligencia de 

subasta, deberá diligenciarse el valor total de la propuesta por cada lance. Lo anterior, 

teniendo en cuenta las reglas del presente proceso en cuanto al valor inmodificable y a 

efectos de hacer más práctica y ágil la diligencia de subasta. 

Solamente podrá efectuarse la subasta inversa para mejorar OFERTAS económicas 

iniciales, cuando existan por lo menos dos (2) proponentes habilitados los cuales deberán 

participar obligatoriamente en el evento, a través de la cuenta del proponente en la 

plataforma SECOP II, para efectuar lances, por lo que se entenderá que, si un proponente 

admitido para participar en la subasta ingresa, podrá presentar lances y se entenderán 

realizados por el oferente. 

La(s) propuesta(s) deberá(n) estar diligenciada(s) de forma completa, una vez verificada(s) 

y corregida(s), sin que su valor, sobrepase el presupuesto oficial establecido ni el precio de 

cada ítem y/o los precios unitarios establecidos por el Distrito. 

El valor total ofertado en la plataforma de SECOP II deberá coincidir con los valores 

desagregados en el anexo económico, el cual deberá ser únicamente adjuntado dentro del 

sobre económico de la plataforma.  

Cuando no se diligencie con el valor correspondiente cualquier casilla de lo requerido en la 

plataforma SECOP II, o la misma se diligencia con valores negativos, la entidad considerará 

que el proponente no diligenció la oferta completamente, caso en el cual su propuesta será 

rechazada.  

13. PROCEDIMIENTO DE SUBASTA INVERSA ELECTRÓNICA. 

13.1. Advertencias preliminares. 
 
Esta contratación se realizará bajo la modalidad de subasta inversa electrónica de 
conformidad con las habilitaciones legales desarrolladas en las Leyes 1150 de 2007, 962 
de 2005 y 527 de 1999 así como por lo establecido en el artículo 2.2.1.2.1.2.5 del Decreto 
1082 de 2015. En ese orden ideas y de conformidad con lo señalado en el artículo antes 
citado, EL DISTRITO ha establecido que para adelantar la subasta inversa electrónica 
utilizará como sistema la plataforma tecnológica transaccional de Colombia Compra 
Eficiente SECOP II, que garantiza mecanismos de seguridad jurídica y técnica para el 
intercambio de mensajes de datos, asegurando la autenticidad, integridad, disponibilidad y, 
no repudio de los mismos.  
 
En aquellos casos en los cuales, por la complejidad del proceso se requiera, EL DISTRITO 
podrá definir fechas y/o horas distintas para la realización de los eventos en desarrollo de 
la subasta inversa electrónica, para lo cual, será informado previamente mediante mensaje 
publicado en la plataforma SECOP II, en aras de garantizar la correcta realización de estas, 
así como los derechos de los proponentes y los intereses de la Secretaría.  



 

 

 
13.2. Subasta Inversa Electrónica. 
 
Para que la subasta pueda llevarse a cabo en los términos de este Pliego de Condiciones, 

deberán resultar habilitados para presentar lances de precios, por lo menos dos (2) 

proponentes. En la fecha y hora señaladas en el cronograma de actividades, se celebrará 

la audiencia pública de Subasta Inversa, teniendo en cuenta lo señalado en el artículo 

2.2.1.2.1.2.2. del Decreto 1082 de 2015 (Modificado por el artículo 6 del Decreto 1860 de 

2021) de la siguiente manera:  

(…) 1) Los Pliegos de Condiciones deben indicar: a). fecha y hora de inicio de la subasta; 

b). la periodicidad de los lances; y c). el Margen Mínimo para mejorar la oferta durante la 

subasta inversa.  

2) La oferta debe contener dos partes, la primera en la cual el interesado acredite su 

capacidad de participar en el Proceso de Contratación y acredite el cumplimiento de la ficha 

técnica; y la segunda debe contener el precio inicial.  

3) La Entidad Estatal debe publicar un informe de habilitación de los oferentes, en el cual 

debe indicar si los bienes o servicios ofrecidos por el interesado cumplen con la ficha técnica 

y si el oferente se encuentra habilitado.  

4) Hay subasta inversa siempre que haya mínimo dos (2) oferentes habilitados cuyos bienes 

o servicios cumplen con la ficha técnica.  

5) Si en el Proceso de Contratación se presenta un único oferente cuyos bienes y servicios 

cumplen con la ficha técnica y está habilitado, la Entidad Estatal puede adjudicarle el 

contrato al único oferente si el valor de la oferta es igual o inferior a la disponibilidad 

presupuestal para el contrato, caso en el cual no hay lugar a la subasta inversa. 

6) La subasta debe iniciar con el precio más bajo indicado por los oferentes y en 

consecuencia, solamente serán válidos los lances efectuados durante provee la subasta 

inversa en los cuales la oferta será mejorada en por lo menos el Margen Mínimo 

establecido. 

7) SI los oferentes no presentan lances durante la subasta, la entidad estatal debe adjudicar 

el contrato al oferente que haya presentado el precio inicial más bajo.  

8) Al terminar la presentación de cada Lance, la Entidad Estatal debe informar el valor del 

Lance más bajo.  

9) Si al terminar la subasta inversa hay empate, la Entidad Estatal debe aplicar los criterios 

del artículo 35 de la Ley 2069 de 2020 conforme con los medios de acreditación del artículo 

2.2.1.2.4.2 17 del presente Decreto. En consonancia y conforme a lo establecido en el 

Artículo 2.2.1.2.1.2.2. – Procedimiento para la Subasta Inversa del Decreto 1082 de 2015 

(Modificado por el Art. 6 del Decreto 1860 de 2021), para el desarrollo de la audiencia de 

Subasta Inversa Electrónica, se adelantará teniendo en cuenta la Guía rápida para 

participar en una Subasta en el SECOP II 

Para efectos de la Subasta Inversa se seguirá el procedimiento previsto en los artículos 
2.2.1.2.1.2.2 y siguientes del Decreto 1082 de 2015 y los requeridos por la plataforma 
SECOP II. La Alcaldía, el(los) día(s) y hora fijados para la(s) subasta(s) inversa electrónica, 
otorgará a los proponentes un término de TREINTA (30) MINUTOS, para realizar la 
totalidad de los lances que mejoren la menor de las ofertas, para lo cual tendrá en cuenta 
que la reducción del valor deberá ser en mínimo del 1% del menor precio indicado en la 
propuesta económica a través del SECOP II. 
 
Este porcentaje se definió por el Distrito de acuerdo con el presupuesto oficial estimado las 
condiciones del mercado previstas en el estudio correspondiente (Estudio de Costos). Es 
importante tener en cuenta que el proponente deberá realizar sus lances estimando para 



 

 

ello dicho margen mínimo al mejor lance realizado. Lo anterior, sin perjuicio de que el 
proponente realice un lance por un margen mayor. 
 
Para efectos de realizar los lances, los proponentes lo harán a través de la plataforma 
electrónica SECOP II.  
 
Los proponentes habilitados podrán acceder al procedimiento de Subasta Inversa 
Electrónica. Es importante aclarar que estos proponentes, deberán garantizar su ingreso a 
la misma. En todo caso si el oferente habilitado no realiza el ingreso a la plataforma, se 
aplicará lo definido en el artículo 2.2.1.2.1.2.6. del Decreto 1082 de 2015 que señala que 
“si por causas imputables al oferente o a su proveedor de soluciones de tecnología de la 
información y telecomunicaciones, durante la subasta inversa electrónica la conexión con 
el sistema se pierde, la subasta continuará y la Entidad Estatal entiende que el proveedor 
que pierde su conexión ha desistido de participar en la misma”, entendiendo que su 
propuesta está constituida por la presentación de oferta inicial de precio dentro del proceso 
de selección o por el último lance válido mientras estuviera conectado a la plataforma 
tecnológica.  
 
Los proponentes habilitados que participarán en el procedimiento de Subasta Inversa 
Electrónica deberán acceder a la misma a través de sus propios recursos. El Distrito de 
Santa Marta, no provee conexiones desde sus instalaciones para este evento.  
 
El precio de arranque de la Subasta Inversa Electrónica será la menor oferta económica 
seleccionada de entre las ofrecidas por los proponentes que resulten habilitados para 
participar en el procedimiento.  
 
Los proponentes habilitados para participar en el procedimiento de Subasta Inversa 
Electrónica presentarán sus posturas de precio electrónicamente a través del SECOP II en 
la plataforma de subasta electrónica.  
 
Los proponentes podrán presentar una nueva propuesta si disminuye mínimo en 1%, del 
menor precio indicado en la propuesta económica a través del SECOP II. Margen mínimo 
de mejora), la propuesta económica base, porcentaje que será aplicado para cada uno de 
los lances. El lance que esté por debajo de este porcentaje se considerará como no válido 
y se mantendrá la oferta anterior. En consecuencia, sólo serán válidos los lances que 
igualen o que superen este margen.  
 
Conforme avanza el procedimiento de Subasta Inversa Electrónica los proponentes serán 
informados por parte de la plataforma SECOP II, de la recepción de su postura y la 
confirmación de su valor, asimismo, si su propuesta se ubica en primer lugar o, de no ser 
así, del orden en que se encuentra, sin perjuicio de la confidencialidad que se mantendrá 
sobre la identidad de los proponentes. Todo lo anterior, a menos que por falla técnica la 
plataforma emita un reporte que permita determinar el nuevo precio de partida para la 
reprogramación de la subasta y la trazabilidad del evento de subasta fallido.  
 
Dado que la plataforma de subasta electrónica actualiza la información en pantalla, se 
recomienda al Oferente utilizar el botón de refrescar disponible en la plataforma de subasta.  
 
Toda oferta posterior anula la anterior del mismo proponente, de tal forma que al final del 
proceso la última propuesta que se toma de cada oferente se constituirá como la propuesta 
económica definitiva.  
 
Cuando no se reciba un lance que mejore los valores ofertados en la ronda anterior y si a 
consideración del Comité Evaluador del componente técnico, la propuesta final es 
artificialmente baja, la entidad, en el procedimiento de Subasta Inversa Electrónica, 
adelantará el procedimiento establecido en el artículo 2.2.1.1.2.2.4 del Decreto 1082 de 
2015. En ningún caso la plataforma tecnológica determinará precios artificialmente bajos, 
este proceso lo determinará el Distrito una vez culminado el evento subasta.  El Distrito hará 



 

 

público el desarrollo y resultado de la subasta incluyendo la identidad de los proponentes 
habilitados.  
 
Si en el curso del procedimiento de Subasta Inversa Electrónica se presentan fallas de la 
plataforma tecnológica como las previstas en el artículo 2.2.1.2.1.2.6 del Decreto 1082 de 
2015, que impidan continuar con el curso normal de la misma, la subasta se suspenderá y 
se dará reinicio en las condiciones y fechas que establezca el Distrito y que serán 
comunicadas a los proponentes habilitados. El precio de partida será el último mejor lance 
valido que ocupo la posición No. 1 registrado por la plataforma de subasta en la ronda de 
subasta anterior. Será importante tener en cuenta que si las fallas corresponden a los 
recursos propios de los proponentes se entenderá que los mismos desistieron de participar 
en la subasta de conformidad con el párrafo segundo del artículo 2.2.1.2.1.2.6 del Decreto 
1082 de 2015.  

13.3. REGLAS QUE SE DEBEN TENER EN CUENTA EN EL EVENTO DE 

SUBASTA INVERSA  

 
a. Los lances para mejorar la propuesta económica se deben realizar en pesos 

colombianos.  

b. Se tendrá como válido cada lance que se realice cumpliendo con el margen de 
mejora establecido y dentro del término determinado por la entidad.  

c. La subasta iniciará a la hora establecida por la Entidad y culminará cuando el tiempo 
haya concluido.  

d. Los proponentes podrán presentar una nueva propuesta si disminuye mínimo el 
UNO por ciento (1%) del menor precio indicado en la propuesta económica a través 
del SECOP II. (Margen mínimo de mejora), la propuesta económica base, 
porcentaje que será aplicado para cada uno de los lances. El lance que esté por 
debajo de este porcentaje se considerará como no válido y se mantendrá la 
OFERTA anterior.  

e. Toda oferta posterior anula la anterior del mismo proponente, de tal forma que al 
final del proceso la última propuesta que se toma de cada oferente se constituirá 
como la propuesta económica definitiva.  

f. En el evento en que un oferente decida no participar en un lance o efectué un lance 
no valido no podrá continuar participando en el proceso de subasta, en este caso la 
entidad tomará como su propuesta definitiva el último valor válidamente ofertado.  

g. Cuando no se reciba un lance que mejore los valores ofertados en la ronda anterior 
y si a consideración del Comité Evaluador del componente técnico, la propuesta final 
es artificialmente baja, la entidad, en la Audiencia de Subasta adelantará el 
procedimiento establecido en el artículo 2.2.1.1.2.2.4 del Decreto 1082 de 2015.  

h. Si al terminar la subasta inversa hay empate, la Entidad Estatal debe aplicar los 
criterios del artículo 35 de la Ley 2069 de 2020 conforme con los medios de 
acreditación del artículo 2.2. 1.2.4.2 17 del Decreto 1860 de 2021. 

 
14. CAUSALES DE RECHAZO. 

Una propuesta será rechazada, cuando se encuentre en alguno de los siguientes casos: 

a. Cuando el proponente se encuentre incurso en las causales de inhabilidades, 

incompatibilidad o en conflicto de interés fijados por la Constitución y la Ley, para 

lo cual se revisará el boletín de responsables fiscales, el certificado de 

antecedentes disciplinarios, el certificado de antecedentes judiciales. 

b. Cuando la propuesta sea presentada por personas jurídicamente incapaces para 

obligarse 

c. Cuando un oferente o integrante de la unión temporal o consorcio no tenga dentro 

de su objeto social la actividad que será contratada por la Alcaldía 



 

 

d. Cuando siendo la propuesta presentada por un proponente plural (consorcio, unión 

temporal o promesa de sociedad futura), no se inscriba y presente la oferta en la 

plataforma del SECOP II, como tal. 

e. Cuando la Alcaldía haya solicitado presentar algún documento o subsanar o aclarar 

alguna información necesaria para el cumplimiento de los requisitos habilitantes, y 

el proponente no aporte, subsane o aclare lo pertinente o no lo haga en la forma 

correcta, en los plazos y condiciones determinados en el pliego de condiciones o 

en el respectivo requerimiento emitido por la Entidad. 

f. Cuando un proponente, persona jurídica o bajo alguna modalidad de asociación 

(consorcio o unión temporal), presente propuesta dentro del mismo proceso de 

selección bien sea como persona jurídica, o como miembro del proponente plural 

o como integrante de otro consorcio o unión temporal 

g. Cuando el proponente no cuente con la clasificación en el RUP, de acuerdo con lo 

solicitado por la entidad. 

h. Cuando se modifique el porcentaje de participación de uno o varios de los 

integrantes del consorcio o unión temporal después de la fecha de cierre del 

proceso, o en el caso en que uno o algunos de ellos desista o sea excluido de 

participar en el consorcio o unión temporal. 

i. Cuando la oferta económica presentada o corregida como resultado de verificación 

por parte de la entidad, supere el valor del presupuesto oficial estimado y/o el valor 

total de los valores unitarios. 

j. Cuando los valores unitarios superen los valores propuestos por la entidad o 

arrojados en el estudio de mercado. 

k. No presentar la oferta económica o que ésta se encuentre diligenciada de manera 

parcial, incompleta o presente inconsistencias de acuerdo con los formularios del 

SECOP II, tales como cuando no se diligencie con el valor correspondiente 

cualquier casilla del numeral “PROPUESTA ECONÓMICA” en el Secop II, o las 

mismas se diligencien con valores de cero (0), o cuando no se oferte alguno de los 

ítems, o cuando el valor de alguno de los ítems se haya diligenciado con algún 

símbolo. 

l. Cuando el Proponente se encuentre en mora en el pago de aportes al Sistema 

Integral de Seguridad Social y Parafiscales, de acuerdo con lo establecido en el 

Artículo 50 de la Ley 789 de 2002. 

m. Cuando el oferente no allegue con la oferta la garantía de seriedad. 

n. Cuando el oferente condicione su oferta, de modo que no se garantice el 

cumplimiento de la totalidad de las obligaciones, o que establezca condiciones que 

resulten contrarias a las estipulaciones del pliego de condiciones o a la ley de 

contratación, aunque aluda excepciones o renuncias a su aplicación. 

o. Cuando la Alcaldía verifique que existe inconsistencia en alguno de los documentos 

presentados y que no hayan sido debidamente aclarados o subsanados. 

p. Cuando la propuesta fuere presentada por personas naturales o jurídicas que 

hayan intervenido, directa indirectamente en la elaboración de los estudios previos, 

del pliego de condiciones, o por personas jurídicas cuyos socios o personas a su 

servicio hayan tenido tal intervención. 

q. Cuando una persona forme parte de más de un Consorcio o Unión Temporal para 

presentar diferentes propuestas para esta invitación. Tampoco podrá una persona 

presentar más de una oferta o hacer una combinación de estas dos posibilidades 

individual y conjuntamente 



 

 

r. Cuando al presentar los lances no cumpla con el porcentaje mínimo de mejora el 

cual es de uno por ciento (1%) 

s. Cuando no se presente el lance inicial con el porcentaje mínimo de mejora el cual 

es del uno por ciento (1%) 

t. Cuando se determine que el precio ofertado es artificialmente bajo o no se justifique 

adecuadamente su precio de acuerdo con la metodología empleada de acuerdo 

con la guía de Colombia Compra Eficiente o  analizadas las explicaciones del 

proponente, se considere con fundamentos objetivos y razonables que esa 

propuesta económica pone en riesgo el proceso y el cumplimiento de las 

obligaciones contractuales en caso de resultar favorecida con la adjudicación y no 

se soporte el valor ofrecido por el proponente, conforme lo establecido en el artículo 

2.2.1.1.2.2.4 del Decreto 1082 de 2015. 

u. Los demás casos expresamente establecidos en el presente Pliego de 

Condiciones. 

v. Las demás previstas en la Ley. 

15. PRECIOS ARTIFICIALMENTE BAJOS. 

Una oferta es artificialmente baja cuando, a criterio de la Entidad Estatal, el precio no parece 

suficiente para garantizar una correcta ejecución del contrato, de acuerdo con la 

información recogida durante la etapa de planeación y particularmente durante el Estudio 

del Sector 1. Las ofertas artificialmente bajas llevan a: (a) los sobrecostos en que pueden 

incurrir las Entidades Estatales pues deben invertir tiempo y dinero adicional para gestionar 

el bajo desempeño del contratista con ocasión del precio artificialmente bajo o para 

encontrar un nuevo proveedor que entregue los bienes o servicios requeridos2; y (b) 

distorsiones del mercado.  Hay dos explicaciones iniciales para una oferta artificialmente 

baja: (i) el proponente desconoce los costos e ingresos verdaderos del contrato; (ii) el 

proponente utiliza su oferta como parte de una estrategia colusoria o pretende debilitar a 

otros proponentes durante el proceso de selección. 

Si revisadas las Posturas por parte de los Proponentes Habilitados y de conformidad con la 

información establecida por el Distrito, se estima que la Postura Ganadora durante el evento 

de Subasta resulta artificialmente baja, el Comité Evaluador de la Entidad requerirá al 

Proponente para que explique las razones que avalan el valor ofertado.  

Revisadas las explicaciones, el Comité Evaluador recomendará al ordenador del gasto la 

adjudicación o el rechazo de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.1.1.2.2.4 del 

Decreto 1082 de 2015. Cuando se determine la existencia de un precio artificial, deberá 

llevarse a cabo la siguiente actuación: i) Requerir al proponente para que explique y 

fundamente las razones que soportan el valor de su oferta. Dicha explicación deberá estar 

plenamente justificada e ir más allá de meras aseveraciones o afirmaciones. ii) A partir de 

la explicación presentada, el Comité evaluador decidirá frente a la admisión o rechazo de 

la oferta presentada. iii) El Comité evaluador rechazará la propuesta si encuentra que la 

explicación brindada por el proponente no es suficiente o pertinente. El Comité evaluador 

admitirá y podrá evaluar la propuesta si encuentra que la explicación brindada por el 

proponente es fundamentada y responde a circunstancias objetivas que no comprometen 

el cumplimiento del contrato. 

16. INCUMPLIMIENTO, MULTAS Y CLAUSULA PECUNIARIA. 

 

16.1. DECLARATORIAS DE INCUMPLIMIENTO. 

En caso de incumplimiento a las obligaciones del Contratista derivadas del presente 

Contrato, el Distrito adelantará el procedimiento establecido en la ley para la imposición de 

multas, sanciones y declaratorias de incumplimiento total, parcial o cumplimiento tardío. 



 

 

16.2. CLAUSULA PENAL PECUNIARIA. 

El Contratista se obligará para con el Distrito, a pagar una suma equivalente al diez por 

ciento (10%) del valor del contrato, a título de estimación anticipada de los perjuicios que 

ésta llegare a sufrir en caso de incumplimiento total o parcial de las obligaciones que 

adquiera de resultar seleccionada su oferta. El valor de cláusula penal pecuniaria que se 

haga efectiva se considerará como pago parcial pero no definitivo de los perjuicios 

causados.  

PARÁGRAFO PRIMERO. El procedimiento para hacer efectiva la presente cláusula, será el 

establecido en el artículo 17 de la Ley 1150 de 2007 y en el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011 y 

demás normas concordantes con la materia. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. El Contratista autoriza expresamente al Distrito, con la simple suscripción 

del contrato, para descontar y tomar el valor de la cláusula penal pecuniaria de que trata esta 

cláusula, de cualquier suma que se adeude por concepto de este contrato, sin perjuicio de hacerla 

efectiva a través de la garantía constituida si se hubiere pactado, conforme a lo dispuesto en la Ley.   

16.3. MULTAS. 

En caso de mora o incumplimiento parcial de las obligaciones adquiridas por el Contratista, 

el Distrito podrá cobrar multas diarias y sucesivas equivalentes hasta el uno por ciento (1%) 

del valor total de este contrato, por cada día de retardo o incumplimiento, sin que el monto 

total de la multa exceda el diez por ciento (10%) de su valor total.  

PARÁGRAFO PRIMERO. PROCEDIMIENTO PARA LA APLICACIÓN DE MULTAS:  El 

procedimiento para la aplicación de las multas previstas en la presente cláusula, será el 

establecido en el artículo 17 de la Ley 1150 de 2007 y en el artículo 86 de la Ley 1474 de 

2011 y demás normas concordantes en la materia.  

PARÁGRAFO SEGUNDO. Estas multas serán acumulables y se contabilizarán 

separadamente para cada una de las obligaciones incumplidas y que se causen por el 

simple retraso y los perjuicios que se ocasionen al Distrito por este aspecto, se harán 

efectivos en forma separada, sin detrimento de la indemnización de perjuicios a que haya 

lugar y de la cláusula penal pecuniaria. 

 

17. EL ANÁLISIS DE RIESGO Y LA FORMA DE MITIGARLO. 

En cumplimiento del artículo 4 de la Ley 1150 de 2007, en concordancia con lo establecido 

en el numeral 6 del artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, se debe realizar un 

análisis del riesgo y la forma de mitigarlo. Es importante señalar que los riesgos previsibles 

son aquellos que no están cubiertos por las garantías que amparan el cumplimiento, la 

calidad, la responsabilidad extracontractual, prestaciones sociales, entre otros, por lo tanto, 

NO SON RIESGOS PREVISIBLES, el incumplimiento, la responsabilidad extracontractual, 

calidad del servicio, las inhabilidades e incompatibilidades y los aspectos administrativos 

internos. El análisis del riesgo se encuentra a continuación: 

N° Riesgo Previsible Asignación Probabilidad Impacto 
Tratamiento / 

Mitigación 

1 

Incremento en los 

costos de importación, 

producción o 

comercialización de los 

vehículos antes de la 

suscripción del contrato. 

Contratista Media Medio 

Los proponentes 

deberán estructurar sus 

ofertas considerando 

las condiciones del 

mercado al momento 

de presentar la 

propuesta. No 

procederán reajustes 



 

 

de precios durante la 

ejecución contractual. 

2 

Retraso en la entrega 

de los vehículos por 

problemas logísticos, 

transporte, 

disponibilidad de 

inventario o trámites 

internos del proveedor. 

Contratista Media Alto 

El contratista deberá 

garantizar la 

disponibilidad de las 

unidades ofertadas y 

planificar 

oportunamente los 

procesos de entrega. 

Se aplicarán las 

medidas contractuales 

correspondientes por 

incumplimiento de 

plazos. 

3 

Variaciones en la tasa 

de cambio que afecten 

el costo de adquisición 

de los vehículos o sus 

componentes 

importados. 

Contratista Media Medio 

El riesgo cambiario 

deberá ser asumido por 

el contratista dentro de 

la estructuración 

económica de la 

propuesta. 

4 

Demoras en la 

expedición de 

matrícula, SOAT, 

licencia de tránsito o 

demás documentos 

requeridos para la 

entrega de los 

vehículos. 

Compartido Baja Medio 

El contratista 

gestionará 

oportunamente la 

documentación exigida 

y la Entidad brindará el 

apoyo institucional 

requerido para los 

trámites que dependan 

de ella. 

5 

Modificaciones 

normativas 

relacionadas con 

requisitos técnicos, 

ambientales o de 

tránsito que afecten la 

entrega de los vehículos 

durante la ejecución 

contractual. 

Compartido Baja Medio 

Las partes deberán 

adoptar las medidas 

necesarias para ajustar 

la ejecución contractual 

a las disposiciones 

legales vigentes. 

6 

Daños, pérdida o 

deterioro de los 

vehículos durante el 

transporte o antes de la 

entrega oficial a la 

Entidad. 

Contratista Baja Alto 

El contratista asumirá 

la custodia y 

responsabilidad de los 

bienes hasta la 

suscripción del acta de 

recibo a satisfacción. 

7 

Eventos de fuerza 

mayor o caso fortuito 

que impidan 

temporalmente la 

fabricación, importación 

Compartido Baja Alto 

Las partes aplicarán los 

mecanismos 

contractuales y legales 

previstos para este tipo 

de contingencias, 



 

 

o entrega de los 

vehículos. 

acreditando 

plenamente su 

ocurrencia. 

8 

Errores en las 

especificaciones 

técnicas suministradas 

por el fabricante que 

afecten las 

características 

ofertadas. 

Contratista Baja Alto 

El contratista deberá 

verificar previamente el 

cumplimiento de todas 

las condiciones 

técnicas exigidas en el 

proceso y responder 

por los bienes 

entregados. 

9 

Desabastecimiento 

temporal de 

determinadas 

referencias o modelos 

de vehículos en el 

mercado nacional. 

Contratista Media Medio 

El oferente deberá 

acreditar disponibilidad 

comercial o capacidad 

de suministro de los 

vehículos ofertados. 

10 

Incremento en los 

costos asociados a la 

legalización, transporte, 

alistamiento o entrega 

final de los vehículos. 

Contratista Media Bajo 

Dichos costos deberán 

estar incorporados 

dentro del valor 

ofertado y serán 

asumidos integralmente 

por el contratista. 

18. LAS GARANTÍAS QUE LA ENTIDAD ESTATAL CONTEMPLA EXIGIR EN EL 

PROCESO DE CONTRATACIÓN. 

Una vez suscrito el contrato, el Contratista constituirá una garantía única, de conformidad 

con los mecanismos previstos en el Decreto 1082 de 2015, que avalará el cumplimiento de 

las obligaciones surgidas del contrato, a favor del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de 

Santa Marta, identificado con NIT 891.780.  

18.3 GARANTIAS  

TIPIFICACIÓN PORCENTAJE VIGENCIA 

CUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO 

Equivalente al diez por 
ciento (10%) del valor total 

del contrato 

Con una vigencia igual al termino de 
ejecución del contrato y cuatro (4) 
meses más, incluyendo sus 
prórrogas si a ello hubiere lugar y 
posteriormente hasta su liquidación 
conforme a lo dispuesto en el 
artículo 2.2.1.2.3.1.12, del Decreto 
1082 de 2015. Este amparo debe 
constituirse a partir de la fecha de 
suscripción del contrato y debe 
garantizar el cumplimiento del 
contrato, el pago de la cláusula 
penal y de las multas, en todo caso 
debe estar vigente para la 
liquidación del contrato. 

CALIDAD DE LOS BIENES  
Equivalente al diez por 
ciento (10%) del valor del 
contrato 

Con una vigencia de ejecución del 
Contrato y cuatro (4) meses más, 
incluyendo sus prórrogas si a ello 
hubiere lugar. 



 

 

PAGO ANTICIPADO. Para 
garantizar la no inversión, 
uso indebido del pago 
anticipado por parte del 
contratista, en igual sentido 
la apropiación indebida de 
los recursos recibidos 

Por el cien por ciento por 
ciento (100%), del valor 
total de la suma establecida 
como pago anticipado,  

Por el plazo de ejecución del 
contrato y cuatro (4) meses más. 

 

Las garantías deberán otorgarse de acuerdo con lo establecido en el Decreto 1082 de 2015. 

La garantía única deberá ajustarse siempre que se produzca modificación en el plazo y/o 

valor del contrato o en el evento que se presente la suspensión temporal del mismo. 

La aprobación de la Garantía Única señalada se sujetará a lo dispuesto en el Decreto 1082 

de 2015. 

Igualmente el contratista se compromete a responder de los perjuicios que cause a la 

entidad contratante de los vicios ocultos en los servicios entregados en los términos de la 

legislación civil y comercial, Ley 80 de 1993 artículos 4, 26, 52, 55 y 56 y demás normas 

complementarias y de conformidad a lo estipulado en la Ley 1150 de 2007, artículo 7, la 

Garantía se mantendrá vigente durante la vida y liquidación del contrato y se ajustará a los 

límites, existencia y extensión de los riesgos amparados. 

Si el CONTRATISTA se negare a constituir la garantía única, así como no otorgarla en los 

términos, cuantía y duración establecida en esta cláusula, el D.T.C. e H. de Santa Marta 

podrán declarar la caducidad del contrato. 

El valor de esta garantía deberá reponerse cada vez que por razón de multas impuestas 

por el D.T.C. e H. de Santa Marta, su monto se agotaré o disminuyere. 

El Distrito, se reserva la facultad de no aceptar Garantía Única de contratos cuando a su 

juicio el GARANTE carezca de capacidad económica para responder conforme al Código 

de Comercio o cuando en Estado de insolvencia, proceso de quiebra o tenga pleitos 

pendientes contra la entidad que afecte seriamente su patrimonio. 

19. INSTRUMENTOS DE AGREGACIÓN DE DEMANDA Y ACUERDOS MARCO DE 

PRECIOS. 

La Entidad realizó la verificación de los instrumentos disponibles en la Tienda Virtual del 

Estado Colombiano – TVEC, identificando que se encuentra vigente el Acuerdo Marco de 

Precios Vehículos III – CCE-163-III-AMP-2020, cuya fecha máxima para colocar órdenes 

de compra es el 27 de noviembre de 2026. El instrumento contempla la adquisición de 

vehículos con mantenimiento preventivo, adecuaciones básicas, adecuaciones especiales 

y accesorios.  

En atención a lo anterior, se revisó el alcance del Acuerdo Marco frente a las condiciones 

particulares de la presente contratación, correspondiente a la adquisición de dos vehículos 

con adecuaciones especiales requeridas por el INPEC para el cumplimiento de sus 

funciones y el transporte de población privada de la libertad. Si bien el instrumento 

contempla vehículos y diferentes clases de adecuaciones y accesorios, las configuraciones 

disponibles deben satisfacer integralmente las condiciones técnicas requeridas por la 

Entidad y por el INPEC. 

Como antecedentes directamente relacionados, se identificó que el Municipio de Tuluá, en 

un proceso adelantado en 2025 en el marco de un convenio interadministrativo con el 

INPEC para la adquisición de una camioneta tipo Van destinada al transporte de PPL, 

contrastó las configuraciones del catálogo de Vehículos III con la ficha técnica suministrada 

por el INPEC, concluyendo que las alternativas disponibles no reunían integralmente las 

características técnicas requeridas. Asimismo, la entidad efectuó consulta a Colombia 

Compra Eficiente sobre la aplicación del instrumento para este tipo de adquisición.  



 

 

De igual forma, en junio de 2026 el Municipio de Tuluá efectuó una nueva revisión para la 

adquisición de vehículos tipo Van con adecuaciones especiales. En dicho estudio se 

incorporó una consulta realizada a Colombia Compra Eficiente el 21 de mayo de 2026, en 

cuya respuesta se indicó que corresponde a la entidad compradora verificar si el Acuerdo 

Marco vigente satisface las características requeridas y que, cuando el instrumento no 

cubra la necesidad y no exista otro Acuerdo Marco aplicable, la adquisición podrá 

adelantarse mediante el procedimiento de selección correspondiente.  

Este criterio también encuentra antecedente en el estudio de sector adelantado por la 

USPEC para la adquisición de vehículos para transporte de PPL y grupos especiales del 

INPEC, en el cual se concluyó que los instrumentos revisados no incluían la totalidad de los 

ítems requeridos por el INPEC. 

En consecuencia, la sola existencia y vigencia del Acuerdo Marco de Vehículos III no 

determina su utilización automática para el presente proceso. La procedencia del 

instrumento depende de que las configuraciones, adecuaciones y accesorios disponibles 

permitan satisfacer integralmente las especificaciones técnicas requeridas. Por tanto, una 

vez contrastado el catálogo y simulador vigente con las fichas técnicas suministradas por 

el INPEC, deberá dejarse constancia de si existe o no una configuración que permita 

atender la necesidad en su totalidad; de no existir, la Entidad podrá adelantar el 

procedimiento de selección que jurídicamente corresponda. 

20. NDICACIÓN SI LA CONTRATACIÓN ESTA COBIJADA POR UN ACUERDO 

INTERNACIONAL O UN TRABAJO DE LIBRE COMERCIO VIGENTE PARA EL 

ESTADO COLOMBIANO (Numeral 8 del Artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 

2015). 

De conformidad con el artículo 2.2.1.2.4.1.3 del Decreto 1082 de 2015, se revisaron en la 

plataforma web del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, las pautas para determinar 

si la presente contratación se encuentra cubierta por algún acuerdo comercial vigente y en 

el manual para el manejo de los acuerdos comerciales en procesos de contratación, 

formulado por Colombia Compra Eficiente, el Distrito, efectúo el análisis correspondiente al 

respectivo proceso de contratación aplicando las siguientes reglas en orden consecutivo: 

Regla 1. Si la Entidad Estatal no hace parte de las Entidades Estatales incluidas en el 

Acuerdo Comercial, el Proceso de Contratación no está cubierto por este y, en 

consecuencia, no es necesario hacer análisis adicional alguno. 

Regla 2. Si la Entidad Estatal está incluida en el Acuerdo Comercial y el presupuesto oficial 

del Proceso de Contratación es inferior al valor a partir del cual el Acuerdo Comercial es 

aplicable, el Proceso de Contratación no está cubierto y, en consecuencia, no es necesario 

hacer análisis adicional alguno. 

Regla 3. Si la Entidad Estatal está incluida en el Acuerdo Comercial y el presupuesto oficial 

del Proceso de Contratación es superior al valor a partir del cual el Acuerdo Comercial es 

aplicable, la Entidad Estatal debe determinar si hay excepciones aplicables al Proceso de 

Contratación. Si no hay excepciones, el Acuerdo Comercial es aplicable al Proceso de 

Contratación. 

Acuerdo 

Comercial 

Entidad 

cubierta 

Umbral aplicable 

a bienes y 

servicios – nivel 

subcentral 

¿$800.000.000 

supera el 

umbral? 

Resultado 

Alianza del 

Pacífico – 

Chile 

Sí $1.091.804.264 No No aplica por 

cuantía 



 

 

Alianza del 

Pacífico – 

Perú 

Sí $1.091.804.264 No No aplica por 

cuantía 

Chile Sí $1.091.059.175 No No aplica por 

cuantía 

Costa Rica Sí $1.940.398.620 No No aplica por 

cuantía 

Estados 

AELC – 

EFTA 

Sí $1.131.227.573 No No aplica por 

cuantía 

Unión 

Europea 

Sí $1.131.227.573 No No aplica por 

cuantía 

Reino Unido 

e Irlanda del 

Norte 

Sí $1.091.059.175 No No aplica por 

cuantía 

Triángulo 

Norte – 

Guatemala 

Sí Límite inferior de la 

menor cuantía de 

la Entidad 

Sí No aplica 

Justificado en 

análisis del 

sector 

(Anexo) 

 

21. CONCLUSION. 

Revisado el Manual para el manejo de los Acuerdos Comerciales en Procesos de 

Contratación emitido por COLOMBIA COMPRA, esta contratación no está cubierta bajo las 

obligaciones de Acuerdos Comerciales Internacionales Vigentes, fundamentado en la Lista 

de excepciones a la aplicación de los Acuerdos Comerciales, que establece como 

excepción en el numeral 4º: El suministro estatal de mercancías o servicios a personas o a 

Entidades Estatales del nivel territorial y el valor del presupuesto oficial, salvo el Acuerdo 

de Comunidad Andina, lo cual implica que quienes estén cobijados por el recibirán trato 

nacional. 
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